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RESUMEN  

El presente trabajo estudia cómo se configura y qué grado de efectividad logra brindar el 

modelo de protección medioambiental en el sistema jurídico de la República de Corea, 

tomando como base el artículo 35 de su Constitución. Atendiendo a dicho objetivo, el 

estudio parte de un análisis de la evolución constitucional de Corea del Sur, 

permitiéndonos observar en qué contexto se enclava la incorporación del derecho al 

medio ambiente en el texto constitucional. 

 

Antes de entrar en la configuración concreta del artículo 35 de la Constitución se pone de 

relieve cómo se articula la relación de la Constitución con el resto de los instrumentos 

jurídicos e instituciones, brindando especial atención al papel del Tribunal Constitucional. 

 

A continuación, la temática examinada se centra en el contenido y alcance del artículo 35 

de la Constitución surcoreana. En este apartado, se compara la redacción original y la 

redacción modificada del precepto de la Constitución que contiene el derecho al medio 

ambiente. Además, en este punto también se detalla cómo se desarrolla el sistema de 

protección ambiental surcoreano que deriva del artículo 35 de la Constitución. 

 

En cuarto lugar, se sintetiza la evolución de la interpretación jurisprudencial del artículo 

35, centrándonos en la línea interpretativa del Tribunal Constitucional surcoreano y en el 

cambio de rumbo que tomó en la reciente sentencia Do-Hyun Kim et al. contra la 

República de Corea al abrir la puerta a un control material de la suficiencia de las políticas 

públicas en materia ambiental. 

 

Por último, se plantean un análisis del contenido expuesto en el trabajo y unas 

conclusiones en las que se resalta la idea de que, pese a la solidez normativa e institucional 

del modelo surcoreano de protección ambiental derivado de la Constitución, este presenta 

limitaciones relevantes en términos de efectividad donde se vislumbra un posible punto 

de inflexión gracias al caso Do-Hyun Kim et al. contra la República de Corea para 

reforzar la operatividad práctica del derecho al medio ambiente. 

 

PALABRAS CLAVE: Derecho ambiental, Constitución de Corea del Sur, Protección del 

medio ambiente, Tribunal Constitucional, Artículo 35. 
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I. Introducción  

En el marco de un progresivo y global deterioro del medio ambiente y de la intensificación 

de los efectos derivados del cambio climático, muchas han sido las preguntas que han 

surgido a la luz de los ordenamientos jurídicos de los diferentes países del mundo. Es en 

este contexto que el derecho constitucional ha adquirido un papel especialmente relevante 

como herramienta para articular la protección del medio ambiente, no sólo a través del 

reconocimiento formal de derechos, sino también mediante la configuración de una serie 

de deberes para los ciudadanos, gobiernos y administraciones estatales, acompañados 

también de mecanismos institucionales orientados a garantizar su efectividad. A pesar de 

que buena parte de la literatura jurídica se ha centrado en el estudio de los modelos de 

protección occidentales, el análisis de sistemas constitucionales no occidentales ofrece 

una perspectiva valiosa para poder comprender las diferentes formas de responder a un 

problema que afecta a la totalidad del Planeta porque nos permite identificar enfoques 

alternativos en la configuración de derechos y deberes ambientales, especialmente en 

ordenamientos donde la relación entre Estado, sociedad y naturaleza se incardina a partir 

de cosmovisiones heterogéneas a las occidentales. Además, esta perspectiva nos permite 

evaluar la transferibilidad de instituciones o mecanismos de protección ambiental y 

contribuye al desarrollo de respuestas jurídicas más inclusivas, adaptativas y eficaces para 

atajar el cambio climático a escala global 

 

En relación con lo anteriormente expuesto, el estudio del caso de Corea del Sur resulta 

especialmente significativo por la importancia que la industrialización tuvo a finales del 

siglo XX en su rápida transformación económica, acompañada desde su entrada de 

importantes tensiones en materia ambiental. Por otra parte, su evolución política desde 

un régimen autoritario hacia un sistema democrático ha propiciado la progresiva 

incorporación y desarrollo de derechos fundamentales, entre ellos, el derecho a un medio 

ambiente salubre y agradable, acompañado del deber de preservar el medio ambiente. 

Estas dos particularidades convierten al modelo de la República de Corea en un objeto de 

estudio de interés para analizar cómo se plantea la protección ambiental en contextos 

estatales de desarrollo acelerado. 

 

El reconocimiento constitucional del medio ambiente en Corea del Sur, recogido en el 

artículo 35 de su Carta Magna, plantea diversas cuestiones problemáticas. Por una parte, 
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es pertinente examinar cómo han ayudado a dotar de contenido material a dicho derecho 

los diferentes mecanismos desarrollados por el ordenamiento jurídico surcoreano. Entre 

ellos, destaca especialmente la actuación del Tribunal Constitucional. Por otra parte, es 

menester analizar si el derecho al medio ambiente, tal como la Constitución coreana lo 

prevé, se configura como un derecho subjetivo plenamente exigible por los diferentes 

actores o si, por el contrario, éste se configura como un principio cuya efectividad necesita 

de un ulterior desarrollo a nivel normativo. 

 

Partiendo de lo expuesto en los parágrafos anteriores, el objetivo central del presente 

trabajo de fin de máster es analizar la configuración y el grado de efectividad de la 

protección del medio ambiente en el modelo articulado en la Constitución de la República 

de Corea. En virtud de dicho fin principal, se plantean como objetivos específicos: en 

primer lugar, el examen del contenido y el alcance del artículo 35 de la Constitución de 

Corea del Sur, en segundo lugar —y sucintamente—, el estudio del desarrollo del artículo 

35 de la Constitución surcoreana a través de la legislación ordinaria del país, en tercer 

lugar, analizar la interpretación jurisprudencial del alcance del mentado contenido y 

alcance del artículo 35 de la Constitución, prestando especial atención al papel que ha 

desempeñado hasta la fecha el Tribunal Constitucional surcoreano; y, en último lugar, 

valorar de forma crítica la eficacia del sistema de protección del medio ambiente en el 

sistema jurídico de Corea del Sur. 

 

Desde el punto de vista metodológico, el trabajo se basa en un enfoque jurídico-analítico 

que se centra en el estudio de fuentes normativas, jurisprudenciales y doctrinales. A nivel 

contextual, se incorpora el estudio de la perspectiva histórica y cultural del 

constitucionalismo en Corea para poder entender su evolución y el estadio en que se 

encuentra en la actualidad. A nivel analítico, se llevará a cabo un análisis sistemático del 

redactado constitucional, de la legislación relevante en materia ambiental; y de las 

principales resoluciones de los Tribunales surcoreanos en las que se dirime acerca del 

artículo 35 de la Constitución. 

 

En definitiva, el presente trabajo de fin de máster pretende contribuir a la comprensión 

del papel desempeñado por el Derecho constitucional en la protección del medio ambiente 

en contextos de desarrollo económico acelerado y transiciones democráticas posteriores 
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a regímenes autoritarios, tomando como referencia el caso sobrevenido en la República 

de Corea. A través del análisis de la configuración introducida por la normativa, por el 

desarrollo que ésta ha tenido y por la interpretación que de ella han extraído los Tribunales 

de justicia surcoreanos; se aspira a ofrecer una valoración crítica sobre la efectividad real 

del derecho al medio ambiente que la Constitución de la República de Corea reconoce. 

Del mismo modo, el estudio pretende aportar elementos de reflexión que puedan resultar 

de utilidad para el debate doctrinal comparado, especialmente en relación con los límites 

y posibilidades de la protección ambiental articulada como instrumento jurídico frente a 

los desafíos de la crisis medioambiental y climática actual.  

 

II. Fundamentos históricos y culturales del constitucionalismo en Corea. 

En Asia oriental los términos constitución y constitucionalismo han adquirido una visión 

distinta del significado típico de la tradición jurídica occidental, mezclando e hibridando 

formas y sistemas originados por el constitucionalismo liberal con elementos derivados 

de una larga historia propia y la existencia de robustas culturas locales (Nocera, 2024, 

2088). Particularmente, es importante la perspectiva aportada por la tradición confuciana. 

En contraste con la tradición legal occidental, la cual se basa en el individuo singular 

como sujeto de todos los derechos y deberes, la tradición política y cosmológica 

confuciana favorece la conectividad entre individuos. Este marco normativo enraizó 

desde la instauración del confucianismo como doctrina oficial del Estado durante la 

dinastía Han (206 a. C. – 220 d. C.), momento en el que se consolida un modelo de 

organización política caracterizado por un aparato estatal centralizado y por una 

burocracia profesionalizada. Los fundamentos de este orden pueden rastrearse en textos 

clásicos como el Zhouli, que ya en la dinastía Zhou determinaba la estructura 

administrativa del estado Zhou y que se convirtió en un referente normativo estructural 

de orden político que se empleó para diversos propósitos en China, Corea, Japón y 

Vietnam por dos milenios (Ruskola, 2012, 268).  

 

El desarrollo del constitucionalismo en Corea no puede comprenderse sin antes atender 

al largo proceso de formación histórica y cultural de la nación coreana. Desde épocas 

tempranas, la península estuvo habitada por diversos grupos tribales que progresivamente 

se integraron hasta dar lugar a las primeras entidades políticas organizadas. El proceso 
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culminó en la configuración de los Tres Reinos entre los siglos IV y X, así como en la 

posterior unificación de su territorio bajo el Reino Unificado de Shilla en el año 676. El 

proceso de consolidación territorial se vio reforzado con el establecimiento de la dinastía 

Koryo a partir del año 918, momento en que se produjo una unificación política la cual 

simbolizó el comienzo de una naciente identidad étnica (Romero Castilla, 2010, 54). 

 

El proceso de formación estatal estuvo vinculado a una estrecha y prolongada relación 

con la civilización China. La influencia de los protoestados chinos en los coreanos resultó 

decisiva en la configuración de las estructuras políticas, administrativas y culturales de 

éstos. La relación puede rastrearse al menos desde el primer milenio antes de Cristo y se 

prolonga junto con las primeras organizaciones estatales de ambas civilizaciones. Es de 

especial interés para nuestro objeto de estudio la introducción realizada en el siglo VI de 

los valores universales del confucianismo y del budismo en la sociedad del reino de 

Shilla; y, más adelante, la instauración que se llevó a cabo en el año 788 del sistema de 

exámenes para los oficiales del reino de Shilla a semejanza del modelo chino1 (Oropeza 

García, 2021, 41). 

 

El proceso de perfilación nacional iniciado en Koryo prosiguió con la dinastía Choson, 

que se desarrolló entre los años 1393 y 1910. El advenimiento de la dinastía Choson 

impulsó a la adopción de la versión neoconfuciana propuesta por Zhu Shi en China. 

Destaca especialmente el hecho de que en los siglos XVI y XVII el confucianismo logró 

constituirse en una «práctica nacional». A través del desarrollo de esta práctica, en primer 

lugar, se buscó eliminar la influencia política que tenía el budismo y, en segundo lugar, 

se consolidó la hegemonía de una visión confuciana ortodoxa. De esta manera, la idea 

confuciana de una gran familia jerárquicamente organizada bajo una red de relaciones 

recíprocas de deberes y obligaciones entre cada uno de sus miembros se proyectó en el 

modelo de Estado de la dinastía Choson (Romero Castilla, 2010, 59). 

 

 

1 En la dinastía Han, la burocracia estaba centralizada en las llamadas Seis Tablas y sus oficiales eran 

seleccionados en base a los méritos que examinaban en exámenes basados en los clásicos confucianos. Más 

tarde, a partir de la dinastía Song (960 – 1279 d. C.) en adelante, la reinterpretación de los clásicos 

confucianos de Zhu Xi se convirtió en el estándar político en los mencionados exámenes civiles, los cuáles 

continuaron hasta el año 1905 (Ruskola, 2012, 264).  
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Durante el siglo XIX, el avance de los imperios europeos en el Asia Oriental condujo a 

múltiples intervenciones bélicas y comerciales, obligando a los asiáticos a aceptar los 

parámetros occidentales. Esta situación condujo al Imperio del Gran Japón a reformar su 

sistema jurídico y gubernamental siguiendo el sistema jurídico francés. El Imperio del 

Gran Japón, buscando mejorar su condición en el sistema sinocéntrico, comenzó a 

incrementar su poder militar en el Este de Asia, siendo uno de sus principales focos de 

actuación la península coreana (Juárez Aguilar, 2021, 140). 

 

Entre los siglos XVII y XIX, el gobierno de la Dinastía Choson se había decantado por el 

aislacionismo como política estatal. Ante este contexto, en el año 1875 y después de 

varios intentos frustrados, Japón logró forzar la apertura de Corea a través de una acción 

calcada del modelo que Estados Unidos había empleado en su contra en 18542. Japón 

trató de provocar un incidente militar para después exigir por la fuerza las excusas de 

rigor y la suscripción de un tratado, el cual fue firmado en la isla de Kanghwa el 16 de 

febrero de 1876 (Romero Castilla, 2010, 71-72). La firma del Tratado de Kanghwa 

inauguró un tiempo de intenso intercambio entre Japón y Corea que colocó a esta última 

prácticamente bajo la dominación económica japonesa. A raíz del Tratado de Kanghwa, 

además de acciones económicas como la garantía a los ciudadanos nipones a usar su 

moneda en puertos coreanos, la exención de impuestos a la importación de productos 

japoneses y el establecimiento de una misión diplomática japonesa en Seúl; también se 

enviaron a Japón algunos ciudadanos coreanos con el objetivo de que observasen la 

manera en que se llevaba a cabo el proceso de modernización del país. Estas personas, 

animadas por lo que pudieron ver en Japón, procedieron a organizar un movimiento 

reformista que pretendía impulsar la modernización de Corea (Lanare, 2018, 126). 

 

En 1893 tuvo lugar el levantamiento de los rebeldes del movimiento Tonghak, una 

revuelta campesina en la que participaron los miembros de un nuevo credo religioso, 

Chondo, que preconizaba la igualdad social. La revuelta estaba motivada por el daño que 

sobre la vida de los campesinos infringían el autoritarismo y la corrupción 

gubernamentales, la ineficiencia de su aparato administrativo y la intrusión extranjera 

(Romero Castilla, 2010, 73). La Dinastía Choson fue incapaz de controlar la revuelta, por 

 

2 Tratado de Kanagawa 
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lo que solicitaron apoyo militar al Gran Imperio Qing. Esta solicitud irritó al gobierno del 

Imperio del Gran Japón y desencadenó la Guerra Sino-japonesa de 1894 a 1895, que 

culminó con la victoria japonesa y la posterior firma del Tratado de Shimonoseki de 17 

de abril de 1895 (Juárez Aguilar, 2021, 140).  

 

Previa victoria de Japón, su gobierno había decidido que Corea debería permanecer 

independiente y las estructuras de su gobierno deberían ser objeto de profunda reforma. 

Para ello, a instancias de Japón, se promulgaron las reformas Kabo, constituyendo éstas 

un conjunto de 208 leyes que el rey de la Dinastía Choson había firmado. Entre estas 

leyes, destacan la abolición de las distinciones de clase, de la esclavitud y del sistema de 

exámenes; una reforma administrativa que reestructurara a los órganos de gobierno 

basándose en el modelo japonés, una reforma fiduciaria que puso en circulación una 

nueva moneda y un intento de modernizar los mecanismos de recaudación de impuestos 

(Romero Castilla, 2010, 73). Entre ellas, destaca especialmente la ley promulgada el 12 

de diciembre de 1894, conocida como los Catorce Artículos del Hongbeom3, los cuales 

fueron adoptados por el Rey Gojong mediante un documento que por primera vez 

declaraba el principio de estado de derecho y que establecía un sistema de protección a la 

vida y la propiedad de las personas a través del derecho civil y el derecho penal (Juárez 

Aguilar, 2021, 141). 

 

El Tratado de Shimonoseki, cuya entrada en vigor se produjo el 8 de mayo de 1895, fue 

firmado por los Emperadores de Japón y de Qing. En su artículo 14 se establecía el 

reconocimiento por parte de Qing de la plena y completa independencia y autonomía de 

Corea. Consecuentemente con esta independencia se establecía el pago de los tributos y 

la rendición ritual de ceremonias por parte de Choson a Qing (Tratado de Shimonoseki, 

1895).  

 

 

3 A veces referidos como «la primera Constitución de Corea».  
4 Traducción inglesa del artículo 1 del Tratado de Shimonoseki en la traducción doctrinal realizada por 

MacMurray en la obra Treaties and agreements with and concerning China: “China recognises definitively 

the full and complete Independence and autonomy of Korea, and, in consequence, the payment of tribute 

and the performance of ceremonies and formalities by Korea to China, in derogation of such independence 

and autonomy, shall wholly cease for the future”. (MacMurray, 1921, 18). No se ha podido localizar una 

versión oficial consolidada en lengua inglesa, por lo que dicha traducción carece de carácter oficial 

auténtico. 
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El final de la dinastía Choson llegó con la firma del Tratado de Anexión del territorio 

coreano por parte de Japón de la mano del primer ministro coreano, Yi Wang-Yong y el 

Residente General japonés, Terauchi Masatake. El texto fue publicado el 29 de agosto de 

1910, fecha en la que los emperadores de Japón y Corea promulgaron respectivamente 

los Edictos en que reiteraban su propósito común de buscar la unión entre Corea y Japón. 

A partir de entonces, Choson se comenzó a denominar como Chosen, pasando a 

convertirse en una región colonial gaichi de Japón por 35 años, entre 1910 y 1945 

(Romero Castilla, 2010, 78-79).  

 

En el día 15 de agosto del año 1945, gracias a la derrota nipona en la Segunda Guerra 

Mundial, la península coreana fue liberada de la colonización japonesa. Tras la liberación, 

el control de la península quedó a cargo de los soviéticos en el norte y de los 

estadounidenses en el sur. El plan inicial que se trazó en diciembre del año 1945 era 

establecer cuatro poderes administradores para Corea los cuales, tras un periodo de 

administración extranjera de hasta cinco años, otorgarían una independencia completa a 

la nación coreana. A pesar de la existencia del mentado plan, las divergencias ideológicas 

a la hora de establecer un gobierno provisional que representara a todo el pueblo coreano 

hicieron fracasar a la Comisión Conjunta EUA-URSS, llevando, en última instancia, a la 

formación de la República de Corea y a la República Popular Democrática de Corea. 

Previa conformación de la República de Corea, el gobierno militar estadounidense siguió 

aplicando el derecho colonial entre el 1945 y el 1948, momento en el cual se promulgó la 

Constitución de 1948 (Juárez Aguilar, 2021, 143-144). 

 

El proceso para promulgar la Constitución coreana de 1948 inició mediante la creación 

de una Ley Electoral, que tomó la forma de la USAMGIK Ordinance No 175, cuya 

entrada en vigor se dio el 17 de marzo de 1948. La ley otorgaba el derecho al voto a todas 

las personas mayores de 21 años, con independencia de su sexo, riqueza, educación y 

religión, privando, no obstante, del derecho al voto a aquellos que hubieran colaborado 

con Japón y a los exfuncionarios gubernamentales durante la ocupación japonesa. La 

primera jornada de elecciones generales tuvo lugar el 10 de mayo de 1948 y contó con 

una participación de más del 95 por ciento de los votantes registrados. La Asamblea 

Constitutiva fue formada por 198 miembros para un periodo de 2 años, pero se marcaron 

como fecha límite para promulgar la Constitución el 15 de agosto de 1948, fecha en que 
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se declararía el establecimiento del Gobierno. La Asamblea Constitutiva no requirió de 

muchas correcciones para desarrollar el borrador de Constitución, que fue aprobado el 12 

de julio de 1948 en la tercera lectura que realizó la Asamblea. La Constitución fue 

promulgada el 17 de julio de 1948 mediante la firma del presidente de la Asamblea 

Constitutiva, Lee Syngman, quien fue escogido el 20 de julio de 1948 como primer 

presidente de la Asamblea Nacional de la República de Corea (Yun, 2023, 44).  

 

La Constitución de la República de Corea ha sido reformada nueve veces. Lee Syngman 

impulsó una progresiva alteración del equilibrio institucional y, aprovechando la guerra 

de Corea que inició con el avance soviético de 25 de junio de 1950, reformó la 

constitución en el año 1954, afianzándose el poder del país al eliminar los límites al 

mandato presidencial. Tras un levantamiento del pueblo en contra del régimen impuesto 

por Lee, en 1960 tuvo lugar la segunda reforma constitucional, que transformó al gobierno 

coreano en un sistema parlamentario. A continuación, en mayo de 1961, Park Chung-Hee 

subió al poder mediante un golpe de estado, reformando también la Constitución para 

centralizar el poder político en su figura. Después de que Park fuera asesinado en octubre 

de 1979, la Constitución fue reformada en mayo de 1980, reduciendo los poderes del 

presidente, determinando que su elección sería indirecta y que la legislatura fuera 

unicameral. Por último, después de protestas de activistas y de la sociedad civil en general 

contra Chun, la Constitución fue reformada en el año 1987, introduciendo la elección 

directa del presidente y estableciendo un Tribunal Constitucional, dando pie a la 

transición democrática y a la Constitución vigente (Juárez Aguilar, 2021, 145-147). 

 

III. Modelo de protección constitucional en Corea del Sur. Cómo se configura la 

protección constitucional; relación de la Constitución con el resto de las leyes 

El texto de la Constitución consta de un breve preámbulo, 130 artículos en 10 capítulos; 

y seis disposiciones finales y transitorias. El articulado es de tipo clásico —es decir, 

consta de una parte dogmática y de una parte orgánica—y su extensión es media en 

términos de derecho comparado. Su primer Capítulo son unas «Disposiciones generales» 

(arts. 1º-9ª) y en ellas se definen la forma del Estado y del gobierno, además de enunciarse 

algunas directrices de política internacional. A continuación, se enumeran en su segundo 

Capítulo los «Derechos y deberes de los ciudadanos» coreanos. En tercer lugar, se 
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configura la parte orgánica de la Constitución en los Capítulos III, IV, V, VI, VII y VIII, 

refiriéndose, respectivamente, a la Asamblea Nacional, el presidente de la República, la 

Rama Ejecutiva, el Poder Judicial, el Tribunal Constitucional, el sistema electoral y el 

régimen local. El Capítulo IX, por su parte, es dedicado a la «Economía» y, por último, 

se regula el procedimiento de reforma constitucional en un breve Capítulo X. 

 

La Constitución de la República de Corea ocupa la cúspide dentro de la jerarquía del 

ordenamiento jurídico coreano, debiendo ajustarse todas las normas que se promulguen a 

su contenido.  

 

La Constitución de Corea del Sur adoptó diversos principios y mecanismos diseñados 

para garantizar que los líderes políticos electos no cometan abusos de poder. Así, el 

Tribunal Constitucional coreano declaró que el estado de derecho es el principal principio 

en la Constitución, principio que exige la prescripción mediante leyes aprobadas por la 

Asamblea Nacional para garantizar la previsibilidad del ejercicio del poder estatal, 

debiendo dichas leyes ser prospectivas, generales y claras, capaces de brindar 

previsibilidad a los ciudadanos con el objetivo de que puedan planificar sus propias vidas, 

orientándose a lograr una justicia sustantiva, que permita salvaguardar la dignidad 

humana y los derechos fundamentales de los individuos (Hahm, 2024, 61). 

 

En el marco del estado de derecho, la producción normativa se articula atendiendo a una 

estructura jerárquica claramente definida, en la cual intervienen distintos órganos del 

Estado a las que se les atribuyen competencias diferenciadas. El principal órgano titular 

de la potestad legislativa es la Asamblea Nacional, a la que la Constitución otorga de 

manera expresa el poder de aprobar leyes. Junto a la Asamblea Nacional, el presidente de 

la República también participa de manera limitada en la producción normativa, 

ocupándose, fundamentalmente, de la promulgación de decretos presidenciales que 

pueden adoptar la forma de normas delegadas —a las que las leyes otorgan una 

habilitación expresa para regular un ámbito determinado— o de normas ejecutivas 

destinadas a desarrollar y aplicar las leyes. Asimismo, de manera excepcional, el 

presidente también puede dictar decretos con fuerza de ley en situaciones de urgencia. 

Para que sean válidos estos decretos de urgencia deben ser aprobados posteriormente por 
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la Asamblea Nacional —y, en caso de no hacerlo, perderán su validez— (Lee, 2021, 118-

119, en Oropeza [coord.]). 

 

Por debajo de la Constitución y al mismo nivel que las leyes se sitúan los tratados, 

recogidos por el artículo 6 párrafo 15 de ésta de manera que «los tratados debidamente 

concertados y promulgados conforme a la Constitución y a las normas generalmente 

reconocidas del derecho internacional surtirán los mismos efectos que las leyes 

nacionales de la República de Corea». Si bien dicho artículo no especifica el rango que 

ocupan los tratados internacionales dentro de la jerarquía, la mayoría de la opinión 

académica concurre en que los tratados se subordinan a la Constitución porque ella 

garantiza autoridad a un tratado, no al revés. Además, en virtud de la Constitución, se 

considera que, generalmente, tanto los tratados como las leyes se ubican en el mismo 

plano jerárquico. No obstante lo anterior, cuando un tratado y una ley que tratan sobre el 

mismo tema entran en conflicto, prevalece el instrumento más reciente si el tratado ha 

sido ratificado por la Asamblea Nacional coreana de conformidad con el artículo 60 de la 

Constitución. Por otra parte, los tratados que no han sido ratificados por la Asamblea 

Nacional se conocen como acuerdos ejecutivos, que son considerados tratados, pero, en 

su caso, se subordinan a las leyes (Cho, 1995, 2). 

 

Por debajo de las leyes y de los tratados se encuentran emplazadas las ordenanzas que 

tanto el primer ministro como los ministros pueden dictar en el marco de sus respectivas 

competencias y respetando los límites establecidos por la ley y por los decretos 

presidenciales. También se encuentran en este nivel normas administrativas internas como 

las directrices, los reglamentos o los avisos públicos, que, a pesar de carecer de un carácter 

vinculante general, pueden adquirir una relevancia normativa significativa al desarrollar 

aspectos técnicos delegados por normas superiores que pueden influir en la actuación de 

la Administración y en la interpretación que los jueces realizan. Las entidades locales, por 

su parte, solamente pueden dictar normas dentro del marco que determinan las leyes 

estatales, hecho que refleja una amplia centralización del sistema jurídico. Por último, 

tanto el Tribunal Constitucional como el Tribunal Supremo de Corea del Sur se encargan 

 

5 Las citas de la Constitución de la República de Corea del año 1987 se realizan a partir de la traducción al 

español publicada por Daranas Peláez (2015), de carácter doctrinal. A causa de que la única redacción 

oficial es la realizada en lengua coreana, esta versión no tiene carácter oficial. 
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de la interpretación de la Constitución y de las leyes, respectivamente. Ambos órganos, 

mediante sus decisiones, generan una jurisprudencia que, a pesar de no constituir una 

fuente formal del derecho surcoreano en sentido estricto, a nivel práctico es un elemento 

normativo que contribuye a concretar y desarrollar el contenido del ordenamiento jurídico 

de la República de Corea (Lee, 2021, 119-121, en Oropeza [coord.]). 

 

La Constitución de la República de Corea determina en su artículo 1 un modelo estatal de 

república democrática cuya soberanía reside en el pueblo, del que deriva todo el poder 

estatal. En el contexto fundacional de Corea del Sur, la elección como modelo de 

república democrática fue especialmente importante a causa de la necesidad de 

distinguirse del régimen comunista creado en el norte y que se basaba en la «dictadura 

del proletariado», reflejando, de esta manera, el rechazo al concepto de «república 

popular» mediante la elección del concepto de «república democrática». El concepto de 

soberanía popular es controvertido entre los analistas de la Constitución: mientras que 

algunos entienden la soberanía como el máximo poder decisorio dentro del Estado, otros 

argumentan que debe entenderse como el fundamento último de la legitimidad (Hahm, 

2024, 56). El Tribunal Constitucional coreano se pronunció sobre dicho debate 

declarando que, en la práctica, la soberanía se lleva a cabo mediante el ejercicio del 

derecho a voto en las elecciones, además de que se debe establecer un sistema electoral 

democrático para permitir el ejercicio adecuado de la soberanía popular. Por otra parte, el 

debate acerca del concepto de «pueblo» que la Constitución emplea también debe ser 

destacado puesto que la Constitución utiliza el término pueblo (kukmin), por un lado, para 

designar al sujeto colectivo titular de la soberanía y, por otro lado, en un sentido más 

próximo al de ciudadano, como destinatario de los derechos y deberes constitucionales. 

Esta dualidad conceptual obliga a distinguir entre el pueblo como sujeto soberano y los 

individuos a quienes van dirigidos los derechos y deberes, ya que estos últimos pueden 

ser definidos y modificados por el poder legislativo (Hahm, 2024, 55-58). 

 

El principio de separación de poderes es determinado por la elección de la república 

democrática como modelo estatal. Para la generación fundacional, esta característica era 

la que les distinguía de la Corea del Norte comunista, basada en la idea de «democracia 

centralista» (Hahm, 2024, 62). De esta manera, de la Constitución deriva la asignación 

del poder legislativo a la Asamblea Nacional (art. 40), del poder ejecutivo al Gobierno 
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encabezado por el presidente (art. 66) y del poder judicial a los Tribunales compuestos 

por jueces (art. 101). Mediante el artículo 101 de la Constitución se establece el sistema 

de tribunales ordinarios, sin embargo, la Carta Magna reserva la jurisdicción 

constitucional al Tribunal Constitucional de la República de Corea, siendo este el único 

tribunal del poder judicial surcoreano que tiene plena competencia en los asuntos 

recogidos en el artículo 111.1 de la Constitución. 

 

Los orígenes del Tribunal Constitucional se sitúan en el año 1988, momento en que el 

Tribunal Constitucional coreano comenzó a recibir casos, justo después de que la 

Asamblea Nacional promulgara el Acto sobre el Tribunal Constitucional. A pesar de ello, 

durante sus inicios, sus actuaciones fueron escasas a causa de que muchos ciudadanos no 

estaban familiarizados con las funciones del Tribunal Constitucional y de que muchos 

otros fueren escépticos acerca de su capacidad para proporcionar soluciones sustantivas 

a problemas constitucionales y de su viabilidad a largo plazo. En poco tiempo, gracias a 

la meticulosidad de los jueces al tratar todos los casos que entraban en la órbita del 

Tribunal Constitucional, los ciudadanos comenzaron a acudir activamente al Tribunal, 

aumentando, consecuentemente, su carga de trabajo. La demanda constitucional se 

convirtió en un canal popular para que los ciudadanos plantearan su descontento con las 

medidas gubernamentales, ganando el Tribunal una reputación de «activista», 

favoreciendo a su popularidad el hecho de que pudiera asociarse con la transición de 

autoritarismo a democracia, favoreciendo para su reputación el hecho de no haber estado 

vinculado a un pasado turbulento, pudiendo posicionarse de esta manera como agente 

clave en la consolidación democrática (Hahm, 2024, 158). 

 

El Tribunal Constitucional tiene asignadas, en virtud del artículo 111.1 de la Constitución, 

las competencias para resolver sobre «(1) constitucionalidad de las leyes a petición de los 

tribunales; (2) juicios de destitución (‘impeachment’); (3) disolución de partidos políticos; 

(4) cuestiones de competencia entre órganos del Estado, entre éstos y entidades locales y 

entre éstas últimas únicamente; y (5) peticiones relativas a la Constitución, en los 

términos legalmente establecidos».  

 

Con el objetivo de prevenir el uso arbitrario del poder estatal, el Tribunal Constitucional 

ha interpretado el artículo 37 de la Constitución de manera que éste exige el respeto de 

39726760-X
Resaltado

39726760-X
Resaltado



16 

 

los derechos no enumerados como fuente para el reconocimiento de nuevos derechos 

básicos, sin necesidad de invocar la teoría de los derechos naturales. Este reconocimiento 

se ha invocado generalmente con cautela, puesto que la Constitución coreana contiene un 

extenso catálogo de derechos básicos que deben ser invocados principalmente en lugar 

de basarse en el pronunciamiento general sobre los derechos no enumerados. 

 

Por la temática del presente trabajo nos centraremos exclusivamente en la revisión de la 

constitucionalidad de las leyes a petición de los tribunales ordinarios y en las peticiones 

relativas a la Constitución: 

 

- La revisión de la constitucionalidad de las leyes a petición de los tribunales es 

competencia exclusiva del Tribunal Constitucional. En el caso que la 

constitucionalidad de una ley esté disputada en el marco de un proceso ordinario 

pendiente de resolución, el tribunal ordinario deberá solicitar y acatar la interpretación 

que el Tribunal Constitucional declare. El Tribunal Constitucional únicamente se 

pronunciará en los casos concretos en que la constitucionalidad de una ley sea 

determinante para la resolución de un proceso, en consecuencia, las revisiones 

abstractas o a apriorísticas no forman parte del sistema coreano. Además, el Tribunal 

Constitucional únicamente revisará actos legislativos, es decir, aquellos que la 

Asamblea Nacional haya promulgado. En ningún caso se subsumirán dentro de dicha 

delimitación los artículos de la Constitución coreana, que no podrán ser revisados por 

el Tribunal Constitucional ni de forma directa ni indirecta. La constitucionalidad de 

otras leyes distintas a aquellas promulgadas por la Asamblea Nacional no forma parte 

de las competencias del Tribunal Constitucional, sino que forma parte de las 

competencias del Tribunal Supremo coreano. Cuando el Tribunal Constitucional 

determina que una ley es inconstitucional, la decisión es vinculante para toda la 

judicatura, otras agencias estatales y para los gobiernos locales. En principio, cuando 

se determina la inconstitucionalidad de una ley, ésta deja de ser válida desde el día en 

que el Tribunal Constitucional realiza su pronunciamiento (Hahm, 2024, 165-171). 
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- Peticiones relativas a la Constitución: existen dos tipos de recursos de amparo 

constitucional, ambos recogidos en el artículo 68 de la Ley del Tribunal 

Constitucional coreano6:  

 

o La denuncia conforme al apartado 27 del artículo 68 permite a una parte en un 

proceso solicitar la revisión de la constitucionalidad de una ley ante un tribunal 

ordinario. 

 

o La denuncia conforme al apartado 18 del artículo 68 tiene como objetivo 

brindar reparación cuando todas las demás vías para rectificar una violación 

de derechos resultaron ineficaces, debiendo haber agotado todos los recursos 

establecidos por la legislación, estando subordinado dicho recurso al principio 

de subsidiaridad. En este caso, la persona denunciante debe demostrar una 

infracción de un derecho fundamental específico que esté directamente 

relacionada con un acto u omisión de una autoridad pública y que, 

adicionalmente, esta violación de un derecho constitucionalmente protegido 

sea directa, personal y presente ya que, si no cumple con la cualidad de 

presencia en el tiempo, dicho recurso deberá ampararse a través de la solicitud 

de indemnización recogida en el artículo 29 de la Constitución coreana. En 

este caso, a diferencia del recurso de amparo recogido en el artículo 68 

apartado 2 de la Ley del Tribunal Constitucional coreano, si el Tribunal admite 

 

6 Las citas de la legislación ordinaria coreana se realizan a partir de las versiones en inglés disponibles en 

el Korea Legislation Research Institute (KLRI), organismo público financiado por el Gobierno de la 

República de Corea con funciones de investigación y difusión normativa. Estas traducciones no tienen 

carácter oficial auténtico y cualquier traducción al castellano es propia, en su caso.  
7 “If the motion made under Article 41 (1) for adjudication on the constitutionality of statutes is denied, the 

party may file a constitutional complaint with the Constitutional Court. In this case, the party shall be 

precluded from filing a motion to request for review on the constitutionality of statutes for the same cause 

in the proceedings of the original case”.  
8 “Any person whose basic rights guaranteed by the Constitution have been infringed upon by the exercise 

or non-exercise of public power, may file a constitutional complaint with the Constitutional Court. 

However, if any remedy is provided by other laws, no one may file a constitutional complaint without having 

exhausted all such processes. 

The legislative power of the National Assembly is also a public power. Thus, a statute or non-exercise of 

power by the legislature that directly infringes upon the basic right is also subject to a constitutional 

complaint. 

A final and conclusive judgment rendered by a court may be subject to a constitutional complaint in any of 

the following cases: 1) where a court judgment has infringed basic rights by being contrary to the binding 

effect of Constitutional Court decisions; 2) where a court judgment has infringed basic rights by failing to 

follow due process as prescribed by the Constitution and statutes; 3) where it is manifest that a court 

judgment has infringed basic rights by violating the Constitution or statutes”. 
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la denuncia, puede anular el acto que causó la violación o declarar 

inconstitucional la omisión, sin revisar la constitucionalidad de una ley.  

 

IV. El medio ambiente en la constitución de Corea del Sur. Análisis del artículo 

35 de la Constitución; relación del artículo con las leyes y con los principios 

de sostenibilidad y desarrollo sostenible 

El medio ambiente se recoge en el artículo 35 —apartados 1 y 2— de la Constitución de 

la República de Corea, compartiendo parte de su articulado con la vivienda —apartado 

3—. Este artículo se incluye en el Capítulo II de la Constitución coreana, donde se relatan 

los derechos y deberes de los ciudadanos. Este derecho fue incluido en la Constitución de 

la República de Corea en la enmienda realizada en el año 1980 (Cho, 1999, 505) y, 

posteriormente, en la enmienda del año 1987 se modificó, resultando en el redactado cuya 

vigencia persiste en la actualidad. 

 

La redacción de 1980, recogida en el pretérito artículo 33 determinaba que: 

 

“All citizens shall be entitled to live in a clean environment. The State and all citizens 

shall have the duty to protect the environment”9. 

 

La introducción del medio ambiente en la Constitución de la República de Corea tuvo 

lugar en el gobierno de Chun Doo-Hwan —posterior al asesinato del anterior presidente, 

Park Chung-Hee—, un mes después de que Chun fuera elegido como presidente, 

habiéndose erigido previamente director de la Agencia Central de Inteligencia de Corea 

y habiendo creado un cuerpo extra-constitucional llamado Consejo de Emergencia para 

la Salvaguarda del Estado, que había tomado todos los poderes del Gobierno. La 

Constitución de 1980 pretendía mitigar algunos de los excesos de la Constitución Yushin 

 

9 La cita relativa a la Constitución de la República de Corea del año 1980 se realiza a partir de la versión 

en inglés accesible a través de Wikisource, que reproduce una traducción atribuida al Korean Overseas 

Information Service, organismo gubernamental encargado de la difusión internacional de información 

oficial. No se ha podido localizar una versión oficial consolidada en lengua inglesa, por lo que la traducción 

carece de carácter oficial. 

 

A efectos comparativos con la redacción del derecho al medio ambiente en la Constitución de 1987, se 

incorpora la siguiente traducción propia del artículo 33: «Todos los ciudadanos tienen derecho a vivir en 

un entorno limpio. El Estado y todos los ciudadanos tienen el deber de proteger el medio ambiente». 
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y, aun así, mantener una presidencia robusta, brindando, adicionalmente, la mejora de los 

derechos básicos, entre ellos, el medio ambiente y la declaración de que todos los 

ciudadanos tenían el derecho a perseguir la felicidad (Hahm, 2024, 48-49). 

 

Por su parte, el vigente artículo 35, apartados 1 y 2 establece que: 

 

«1. Todo ciudadano tiene derecho a un medio ambiente salubre y agradable. Es deber del 

Estado y de todos los ciudadanos preservar el medio ambiente. 

2. Se determinará por la ley el concepto de medio ambiente». 

 

La redacción vigente nació fruto de las protestas originadas por la oposición a la elección 

indirecta del presidente que debía suceder a Chun Doo-Hwan después de que su mandato 

de siete años finalizara. Dado que dicha elección estaba prevista en el texto constitucional, 

gran parte de la oposición política y estudiantes universitarios se movilizaron reclamando 

la reforma constitucional que incluyese el método directo de elección presidencial. La 

protesta que la oposición y los movimientos universitarios comenzaron se amplió en junio 

de 1987 a la ciudadanía en general, después de que Chun respondiera a las primeras 

manifestaciones declarando que defendería la Constitución, prohibiendo, 

consecuentemente, cualquier discusión acerca de la revisión constitucional. A pesar de 

dicho hermetismo por parte de Chun, Roh Tae-Woo, el candidato presidencial del partido 

que estaba en el poder finalmente acabó aceptando la postura expresada en las protestas 

y anunció que estaba de acuerdo con llevar a cabo reformas constitucionales que 

incluyeran la elección presidencial directa y una mejor protección de los derechos civiles 

y políticos (Hahm, 2024, 50-51). 

 

De la comparación entre ambas redacciones podemos extraer varias conclusiones 

relevantes: 

 

En primer lugar, podemos observar una clara voluntad continuadora del primer enfoque 

planteado. Así, tanto la redacción de 1980 como la redacción de 1987 mantienen la idea 

básica de que el derecho es inherente a la condición de ciudadanía y de que el deber no 

recae únicamente en la competencia estatal, sino que también forma parte de la esfera de 

deberes que los ciudadanos deben ejercer, reforzando la idea de corresponsabilidad.  
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En segundo lugar, podemos distinguir la diferenciación relativa al contenido material del 

que los ciudadanos deben disfrutar. Por un lado, se recogía el «derecho a vivir en un 

entorno limpio» y, por otro, se prevé el derecho «a un medio ambiente salubre y 

agradable». Podemos relacionar dicha especificación con la mayor preocupación 

medioambiental de los ciudadanos coreanos, que fue en aumento a partir de la década de 

1980. Previamente a la voluntad de aumentar la protección medioambiental, existía una 

fuerte oposición gubernamental al establecimiento de políticas ambientales que existió en 

las décadas de 1960 y de 1970, basada principalmente en motivos económicos y en la 

ausencia de conformidad empresarial, siendo la mayor preocupación para el gobierno de 

dicha época el desarrollo rápido de la economía (Moon, 2004, 224).  

 

Precisamente, en la década de 1970, comenzaron a agravarse y a diversificarse los 

problemas ambientales en Corea, causados, principalmente, por el cambio de industria 

ligera a industria pesada, a finales de dicho periodo (Kim y Park, 2008, 9). La 

problemática ambiental no era exclusiva del sector industrial, a causa de la necesidad de 

obtener comida a un precio asequible que tenían grandes cantidades de trabajadores de 

bajo costo, el incremento de la productividad agrícola era uno de los objetivos principales 

del Estado, situación que alimentó el empleo de una gran cantidad de fertilizantes, 

herbicidas y pesticidas, los cuáles acabaron afectando a la salud de muchos agricultores. 

En este marco el abuso y la sobreutilización de sustancias químicas empleadas para uso 

agrícola tuvo un grave impacto en la población surcoreana al darse una secuencia de 

accidentes medioambientales a finales de la década de 1970. Esta sucesión de infortunios 

derivó en la toma de medidas —de carácter inicial— contra los efectos de la 

industrialización de Corea del Sur por parte de la coalición de desarrollo económico que 

dominaba dicho Estado (Jang, 1997, 327-328).  

 

A pesar de la claridad y simplicidad del artículo 35, desde principios de la década de 1990 

la población coreana intentó —en vano— perseguir sus objetivos medioambientales a 

través de la litigación basada en el artículo 35 de la Constitución, el cual se ubica en la 

cima de la jerarquía normativa estatal, no obstante, a pesar de su posición jerárquica, el 

Tribunal Supremo coreano sentó que dicho artículo 35 no era directamente ejecutable. 

Esta argumentación fue sostenida en los casos 94 ma 2218 de 23 de mayo de 1995, 95 da 
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23378, de 15 de septiembre de 1995 y 96 da 56153, de 22 de julio de 1997; de manera 

que el Tribunal Supremo exigía para reconocer el derecho a un medioambiente salubre y 

agradable en el ámbito del derecho privado que sus titulares, contrapartes, contenido y 

medios de ejercicio debían estar explícitamente identificados por disposiciones legales y 

sustentados en la jory, siendo ésta la aplicación de la razón natural, un sentido innato de 

justicia y los dictados de la conciencia (Cho, 1999, 506-507). De esta manera, podemos 

observar que el medio ambiente se determina como derecho subjetivo, quedando su 

efectividad condicionada al desarrollo que legalmente debe hacerse. 

 

Previa adición del derecho constitucional recogido en el artículo 35 apartados 1 y 2, en la 

República de Corea ya se habían promulgado leyes dirigidas a prevenir los perjuicios 

producidos en el marco de las actividades antropogénicas. La primera de las leyes de 

contenido medioambiental fue la Ley de Prevención de la Contaminación de 1963. A 

pesar de que existiera dicha norma, su aplicación estaba lastrada a causa de la ausencia 

de una agencia medioambiental que estuviera encargada de su respectiva área. La 

inefectiva Ley de Prevención de la Contaminación fue reemplazada por la Asamblea 

Nacional en el año 1977 mediante la promulgación de la Ley de Conservación 

Medioambiental, que dos años después fue acompañada del establecimiento de una 

Administración Medioambiental que tenía nivel de viceministerio.  

 

No obstante, pese a dichos avances institucionales y normativos, la efectividad de la Ley 

de Conservación Medioambiental de 1977 continuó siendo limitada durante décadas, 

compitiendo con la prioridad estructural del Estado: el desarrollo económico. La 

protección del medio ambiente en contextos de desarrollo se enfrenta a una tensión 

inherente, puesto que, sin crecimiento económico suficiente, generalmente, ni la sociedad 

ni las instituciones públicas otorgan una atención prioritaria a las preocupaciones 

ambientales, poniendo, además, a las autoridades ambientales en una posición de 

subordinación dentro del propio aparato administrativo. A este hecho se le suma la 

influencia occidental en relación con el modelo cultural de consumo, cuya expansión 

reforzó patrones de producción y consumo difícilmente compatibles con los objetivos 

globales de sostenibilidad (Cho, 1999, 509). 
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A principios de la década de 1990, el Gobierno de Corea del Sur impulsó un esfuerzo 

conjunto para atajar las preocupaciones medioambientales que acuciaban su territorio. El 

primer paso para ello fue remodelar sustancialmente la legislación existente y promulgar 

nuevas leyes dirigidas a combatir la contaminación y otras problemáticas ambientales —

teniendo en cuenta, sobre todo, que en el año 1987 se introdujo en la Constitución 

surcoreana la disposición sobre los derechos ambientales de sus ciudadanos—. Para ello, 

a pesar de que el sistema legal surcoreano estaba fuertemente influenciado por la 

normativa civilista de Alemania, el legislador se inspiró en el sistema legislativo 

medioambiental de los Estados Unidos de América. Ejemplo de este hecho es que la 

normativa medioambiental más importante de Corea del Sur, la Ley Marco de Política 

ambiental, fue modelada a partir de la Ley Nacional de Política Medioambiental de los 

Estados Unidos (Cho, 1999, 505-506). Desde su publicación, la Ley Marco de Política 

ambiental ha funcionado como la base de las leyes específicas relativas a cada área de la 

normativa ambiental, recogiendo, además, los principios de derecho ambiental (Cho y 

Choi, 2019, 546-547). 

 

En el propio artículo 1 de la Ley Marco de Política ambiental podemos observar una clara 

alineación con el derecho constitucional al medioambiente, al determinar que el objetivo 

de la Ley es «to ensure that all citizens enjoy a healthy and pleasant life —mientras que 

la Constitución dispone que «todo ciudadano tiene derecho a un medioambiente salubre 

y agradable»— by preventing environmental pollution and environmental damage and 

by managing and preserving the environment in an appropriate and sustainable manner 

through defining the rights and duties of citizens and the obligations of the State with 

regard to environmental preservation and determining the fundamental matters for 

environmental policies»10. A pesar de dicho objetivo, la Ley Marco de Política ambiental 

va más allá al introducir una «idea básica» en su artículo 2 que trasciende la mera garantía 

del disfrute individual de un medio ambiente salubre, incorporando una garantía basada 

en que “The State, local governments, business entities and citizens shall ensure that the 

 

10 Traducción propia al español de la versión en inglés disponible en el KLRI: «asegurar que todos los 

ciudadanos disfrutan una vida sana y placentera —mientras que la Constitución dispone que «todo 

ciudadano tiene derecho a un medioambiente salubre y agradable»— mediante la prevención de la 

contaminación del medio ambiente y el daño medioambiental, gestionando y preservando el medio 

ambiente de manera adecuada y sostenible mediante la definición de los derechos y deberes de los 

ciudadanos y las obligaciones del Estado en materia de preservación ambiental; y determinando los aspectos 

fundamentales de las políticas ambientales 
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current generation of citizens can fully enjoy environmental benefits and future 

generations will continue to enjoy such benefits by endeavoring to maintain and create a 

better environment, by considering environmental preservation first while engaging in 

any activities utilizing the environment and by combining their efforts to prevent any 

environmental harms on the earth (…)”11. 

 

Tanto en la formulación del objetivo recogido en el artículo 1 como en la de la idea básica 

recogida en el artículo 2 la Ley Marco de Política ambiental surcoreana se puede 

identificar claramente la incorporación de dos principios que deberán regir la política y 

la actuación en todos los órdenes de la República de Corea: el principio de desarrollo 

sostenible y el principio de equidad intergeneracional. Podemos observar, por tanto, que 

la Ley Marco de Política ambiental no solamente se limita a desarrollar el contenido del 

artículo 35 de la Constitución surcoreana, sino que también densifica materialmente dicho 

contenido al integrar a la sostenibilidad como criterio rector tanto de la acción pública 

como de la privada. Más allá de los principios de desarrollo sostenible y del principio de 

equidad intergeneracional, la Ley Marco de Política Medioambiental recoge otros 

principios estructurales del Derecho ambiental surcoreano que pretenden brindar plena 

operatividad al contenido del artículo 35 de la Constitución de Corea del Sur. Así, en esta 

Ley se recogen también principios clásicos del derecho ambiental como el principio de 

prevención de la contaminación ambiental (artículos 5 y 8) y el principio de «quien 

contamina paga» (artículo 7); los cuales permiten materializar el mandato constitucional 

contenido en el artículo 35, brindándole una serie de instrumentos efectivos para su 

correcta aplicación. 

 

El sistema de protección ambiental surcoreano no se agota en los mecanismos de 

naturaleza civil o administrativa, sino que se ha ido completando mediante la progresiva 

consolidación de un sistema de derecho penal ambiental orientado a que el Estado 

cumpliera con sus deberes constitucionales contenidos en el artículo 35 de la 

 

11 Traducción propia al español de la versión en inglés disponible en el KLRI: «El Estado, las entidades 

locales, las empresas y los ciudadanos deberán garantizar que la generación actual pueda disfrutar 

plenamente de los beneficios ambientales y que las generaciones futuras continúen haciéndolo, procurando 

mantener y crear un medio ambiente mejor; priorizando la conservación ambiental en el desarrollo de 

cualquier actividad que implique la utilización del medio ambiente; y aunando esfuerzos para prevenir 

cualquier daño ambiental en la Tierra (…)» 
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Constitución. Dicha progresión inició un año después de la publicación de la Ley Marco 

de Política ambiental, en el año 1991, momento en que el Gobierno surcoreano promulgó 

la Ley de Medidas Especiales para la Sanción de los Delitos Ambientales. Este hecho 

supuso un importante paso adelante para actuar frente a los crímenes medioambientales 

en el país. El deber de preservar el medio ambiente del Estado continuó siendo 

desarrollado y reforzado por parte del Gobierno surcoreano a partir de la entrada al 

segundo milenio, introduciendo una reforma a la Ley de Medidas Especiales para la 

Sanción de los Delitos Ambientales en el año 2011, transformándola en la Ley de Control 

y Sanción Agravada de Delitos Ambientales, la cual sirvió para reforzar de manera 

significativa las potestades de control, investigación y sanción en el ámbito punitivo. 

Posteriormente, en el año 2019, la Ley se modificó nuevamente para incrementar las 

sanciones pecuniarias y mejorar la capacidad confiscatoria relativa a los beneficios 

derivados de los delitos ambientales graves (Hwang, 2022, 41-42). 

 

En virtud de lo anteriormente expuesto en el presente apartado, podemos concluir que el 

artículo 35 de la Constitución de la República de Corea se configura como un derecho 

fundamental de eficacia mediata, con una dimensión subjetiva limitada, cuya operatividad 

depende del posterior desarrollo legislativo que se lleve a cabo, habiendo sido realizado, 

principalmente, a través de la Ley Marco de Política ambiental, la cual proyecta el 

contenido constitucional en una serie de principios que permiten a los diferentes poderes 

Estatales articular la aplicación efectiva del derecho al medio ambiente en el 

ordenamiento jurídico surcoreano. A este respecto, teniendo en cuenta las limitaciones 

inherentes a dicha configuración y el alcance del desarrollo realizado por parte del poder 

legislativo, se plantea necesariamente la cuestión de si estos instrumentos resultan 

suficientes para garantizar el cumplimiento de los deberes previstos en dicho artículo o 

si, por el contrario, se requiere la articulación de mecanismos complementarios de control 

jurisdiccional. Es en este contexto cuando el papel de la litigación climática adquiere una 

importancia sustantiva para canalizar la exigencia de responsabilidades por la 

insuficiencia o inadecuación de la actuación de los poderes públicos, permitiendo a todas 

aquellas personas e instituciones que persigan la evaluación de la idoneidad de la 

actuación de los poderes públicos en materia ambiental y climática activar mecanismos 

de control jurisdiccional sobre la actuación normativa y ejecutiva del Estado. 
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V. Litigación climática. Análisis de la reciente sentencia del Tribunal 

Constitucional coreano Do-Hyun Kim et al. contra la República de Corea 

En el presente apartado se seguirá el enfoque doctrinal aportado por Salazar Ortuño y 

recogido en la obra «Litigación climática: el papel de la ciudadanía y los jueces» a la hora 

de definir qué se entenderá por litigación climática. De esta manera, el concepto de 

litigación climática (o, singularmente, el concepto de litigio climático) «engloba 

supuestos de confrontación judicial o cuasi judicial a favor de la acción climática o de la 

desregulación en dicha materia, e incluye demandas interpuestas por ciudadanos, grupos 

de ciudadanos —distinguiendo entre personas jóvenes, adultas e incluso ancianas— 

organizaciones no gubernamentales, empresas, entes públicos locales o regionales y 

Estados, ya frente a empresas, ya frente a Estados» (Salazar Ortuño, 2024, 115).  

 

a. Marco general 

La escasa utilización de mecanismos de enforcement privado en el ámbito del Derecho 

ambiental surcoreano ha constituido uno de los principales obstáculos para el desarrollo 

de la litigación climática. En este obstáculo convergen tres factores limitantes: la limitada 

justiciabilidad de la cuestión, el carácter restrictivo de las normas de legitimación procesal 

y la interpretación pasiva de los fundamentos constitucionales del derecho ambiental por 

parte de los tribunales enjuiciantes. En este contexto, los tribunales de la República de 

Corea han tendido a canalizar los conflictos ambientales a través de las teorías civilistas 

clásicas, concretamente mediante la protección del derecho a la propiedad y del régimen 

de la responsabilidad extracontractual.  

 

Considerando las limitaciones mencionadas previamente, el Tribunal Supremo de Corea 

del Sur intentó mitigar la carga de la prueba para los demandantes que alegan daños 

ambientales a través de la adopción de la «teoría de la probabilidad». Mediante esta teoría, 

la carga de la prueba se reduce, no requiriendo de pruebas científicas rigurosas para 

demostrar la causalidad entre una acción u omisión y un daño al medio ambiente, sino 

que simplemente se exige la existencia de una probabilidad considerable. A estas 

limitaciones se añaden también otros elementos desincentivadores del recurso a la vía 

judicial en el sistema jurídico coreano, destacando las dificultades asociadas a la 

cuantificación del daño ambiental acaecido, que recae de manera íntegra sobre la parte 

demandante, la ausencia de mecanismos procesales para plantear acciones colectivas; y 
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la carencia de instrumentos indemnizatorios punitivos (Cho y Choi, 2019, 556-557). En 

consecuencia, la configuración explicitada anteriormente obliga a la parte demandante de 

acciones dirigidas a enjuiciar casos de daños medioambientales a individualizar y probar 

tanto la existencia del daño como a contabilizar la cuantía de este. De esta manera, en el 

marco del derecho ambiental surcoreano, resulta especialmente problemático en 

supuestos de daños difusos o de gran escala. 

 

A nivel legislativo, el legislador surcoreano adoptó diversas reformar orientadas a facilitar 

la reparación de los daños medioambientales. En el año 2016 se introdujo un sistema 

integral de compensación que incorpora una presunción de causalidad que se basa en 

criterios probabilísticos, alineándose con la línea previamente marcada a través de la 

doctrina jurisprudencial del Tribunal Supremo, a través de la Ley de Responsabilidad por 

Daños Ambientales y su Reparación. Esta Ley estableció límites cuantitativos máximos 

a las indemnizaciones y previó la implantación de un sistema de seguros de 

responsabilidad ambiental para instalaciones parcialmente contaminantes de carácter 

obligatorio. Dichas medidas no obstan la posibilidad de acudir a la vía civil ordinaria de 

manera independiente al sistema de compensación introducido por la Ley, la cual 

tampoco contempla medidas cautelares, situación que desemboca en la persistencia de los 

problemas existentes en relación con el enforcement privado. Por otra parte, a partir del 

año 2019 fue permitida una indemnización triple en el ámbito de la salud ambiental, 

destacando la posibilidad de imponer daños ambientales en supuestos de enfermedades 

causadas por conductas dolosas o gravemente negligentes. A pesar de que dichas medidas 

fueron presentadas como una forma de tratar los daños desde el punto de vista punitivo, 

su alcance es limitado y no se acompañó de una flexibilización en la carga de la prueba 

equivalente (Choi, 2019, 557). 

 

Más allá del procedimiento civil genérico y del sistema de compensación bajo la Ley de 

Responsabilidad por Daños Ambientales y su Reparación, en la República de Corea se 

dispone de un sistema de resolución de disputas alternativo a la litigación climática en 

sentido estricto —recogido en la Ley sobre mediación de disputas ambientales y 

reparación de daños ambientales—: la Mediación de disputas ambientales. Este sistema 

periférico dentro del ecosistema de resolución de controversias ambientales se despliega 

para disputas existentes entre partes de carácter privado y entre privados y el Gobierno. 
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El sistema se divide entre un Comité Central permanente, supervisado directamente por 

el Ministerio de Medioambiente surcoreano, que se ocupa de los casos cuyas 

reclamaciones ascienden de los 100 millones de wons coreanos y de los casos en que el 

Gobierno es también una de las partes involucradas; y de un Comité Local de Mediación 

de carácter no permanente y establecido bajo la supervisión del gobierno local, cuya 

competencia abarca aquellos casos con una reclamación de 100 millones de wons 

coreanos o menos. Las decisiones del Comité Local de Mediación pueden apelarse ante 

el Comité Central de Mediación y los acuerdos de mediación adoptados por las partes, 

además de los laudos arbitrales emitidos por el Comité Central de Mediación son 

definitivos, concluyentes y vinculantes para las partes, a excepción de algunos pocos 

casos en que se den problemas procesales (Choi, 2019, 557-558). 

 

Por otra parte, la estructura central de la aplicación de la legislación ambiental en la 

República de Corea está basada en una coordinación sistemática y complementaria entre 

el Ministerio de Medio Ambiente, sus oficinas regionales y la Fiscalía, dependiente esta 

última del Ministerio de Justicia. De esta manera, el sistema coercitivo del Estado se 

estructura a través de los órdenes administrativo y penal, urdiendo un entramado de 

opciones dirigidas a la consecución de la protección ambiental. Así, el Ministerio de 

Medio Ambiente puede optar por ejercer una o varias opciones: determinar órdenes 

administrativas para mejorar la situación con potencial riesgo medioambiental, el cierre 

temporal o permanente de las instalaciones contaminantes pertinentes, la determinación 

de una multa administrativa; y la impulsión de una investigación de carácter penal para 

remitir el caso a la Fiscalía.  

 

La Fiscalía, para poder cumplir con el deber constitucional de preservar el medio 

ambiente por parte del Estado, designa agentes especiales de policía administrativa que 

trabajan en las oficinas regionales del Ministerio de Medio Ambiente y tienen las 

funciones de detectar, investigar y remitir los casos de infracciones a la ley ambiental a 

la Fiscalía, para que esta pueda proceder a su ulterior enjuiciamiento. A la hora de 

establecer las sanciones administrativas o penales pertinentes, estas se determinan en base 

a los estatutos específicos para cada medio y, en los casos más graves, en la Ley de 

Control y Sanciones Agravadas de Delitos Ambientales. Bajo las premisas determinadas 
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en esta Ley, tanto la persona que comete directamente la infracción como la empresa para 

la que trabaja pueden ser sancionadas con multas penales (Cho y Choi, 2019, 555). 

 

Más allá de las multas penales, para las infracciones consideradas como menores, estas 

estarán sujetas a multas administrativas como, por ejemplo, en el caso que una persona 

descargue aguas residuales industriales sin haber obtenido previamente la licencia 

correspondiente para ello o sin que, por otra parte, haya presentado el informe de 

enmienda para dicha licencia, tal como exige la Ley de Conservación de la Calidad del 

Agua y los Ecosistemas, esta podrá ser suspendida temporalmente o, incluso, se podrá 

ordenar el cierre permanente de la instalación, por parte del Ministerio de Medio 

Ambiente, atendiendo a la posibilidad de mejora de la calidad del agua y de los 

ecosistemas y del riesgo de afectación para las aguas públicas; además de poder 

determinarse contra él una multa administrativa de hasta dos a diez veces el costo evitado 

por la empresa al cometer la infracción y el costo que acarree la limpieza del medio.  

 

Por su parte, las sanciones administrativas podrán ser apeladas ante los tribunales de 

justicia, sin embargo, si el Ministerio de Medio Ambiente decide procesar el caso de 

forma independiente, la persona investigada se enfrentará a un juicio penal y podrá ser 

condenada hasta a siete años de prisión o podrá imponérsele una multa penal de hasta 70 

millones de wons coreanos. A su vez, la empresa empleadora también podrá ser 

sancionada a través de la multa penal, a no ser que pueda demostrar que su conducta no 

fue negligente en la supervisión de las actividades comerciales pertinentes para prevenir 

el delito. A pesar de los esfuerzos legislativos realizados, los delitos ambientales son 

difíciles de detectar y su investigación y la aplicación de la ley suelen toparse a menudo 

con el problema de la prueba de la causalidad, tal como sucede en el ámbito civil. En la 

actualidad no existe ni ley específica ni principio jurídico establecido que atenúen la carga 

de la prueba para la sanción penal de los delitos ambientales, además de que muchas veces 

el requerimiento de conocimiento por parte de la administración suele encontrarse ante 

obstáculos (Cho y Choi, 2019, 555-556). 

 

Todo lo anteriormente analizado en el presente subapartado nos permite afirmar que el 

sistema jurídico de la República de Corea configura un sistema de tutela ambiental 

fragmentado, orientado hacia la gestión de daños o a la sanción a nivel individual. No 
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obstante, este modelo no se dirige a la resolución de conflictos estructurales, tales como 

podrían ser aquellos originados por el cambio climático. La dependencia de categorías 

civilistas clásicas tales como la responsabilidad extracontractual, la debilidad de las 

herramientas de acción colectiva, la dificultad probatoria en relación con la causalidad, la 

carencia de un enfoque preventivo solvente en sede judicial; y la ausente adaptación de 

los instrumentos procesales relativos a los daños medioambientales de carácter difuso o 

acumulativo son factores que limitan significativamente el potencial de la litigación 

climática surcoreana. 

 

b. Evolución jurisprudencial  

La evolución jurisprudencial de la litigación climática en la República de Corea está 

condicionada por la redacción inicial del derecho de todos los ciudadanos a vivir en un 

entorno salubre y agradable, cuya restrictiva configuración se entendió como mediata y 

dependiente del ulterior desarrollo legislativo. A pesar de los esfuerzos llevados a cabo 

en la década de 1990 por parte del público general para perseguir sus objetivos 

ambientales a través de la litigación basada en el artículo 35 de la Constitución, el 

Tribunal Supremo en sus decisiones 94 ma 2218 (23 de mayo de 1995), 95 da 23378 (15 

de septiembre de 1995) y 96 da 56153 (22 de julio de 1997) sostuvo que el derecho a un 

medio ambiente salubre y agradable no tenía aplicabilidad directa, determinando que para 

ser ejecutable en el ámbito del derecho privado era necesario que los derechos de los 

propietarios, contrapartes, el contenido y los medios de ejercicio estuvieran 

explícitamente identificados por previsiones estatutarias, además de ser un requisito 

insalvable que estas estuvieran amparadas por la jory, siendo este concepto la aplicación 

de la razón natural, un sentido de justicia innato y los dictados de la consciencia (Choi, 

1999, 506-507). 

 

Previamente a la consolidación jurisprudencial del artículo 35 la protección del medio 

ambiente en Corea del Sur se desarrolló a través de mecanismos de responsabilidad civil 

y penal clásicos. Este tipo de litigios se enmarcaban todavía en la lógica del derecho de 

daños más tradicional, centrando la cuestión litigiosa en la reparación individualizada de 

los perjuicios, sin reconocer todavía el derecho al medio ambiente como un derecho 

ecológico o climático de carácter autónomo. Uno de los casos más relevantes de esta etapa 

fue el del vertido de fenol en el río Nakdong, acontecido en el año 1991, cuando conductos 
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subacuáticos que transferían fenol de una fábrica a un tanque de retención reventaron y 

contaminaron el suministro de agua de las zonas residenciales cercanas. El presunto 

resultado de este suceso fue un aumento en el número de abortos espontáneos entre 

mujeres embarazadas, así como un incremento de los abortos voluntarios realizados a 

causa del temor a defectos congénitos. La resolución del caso supuso la sanción a la 

empresa responsable, la cual pagó más de 20 mil millones de wons, cantidad que supuso 

únicamente la amortización de los costes de limpieza del río, no incluyendo la eventual 

indemnización a las víctimas (Choi, 1999, 509). 

 

El primer punto de inflexión en la evolución jurisprudencial del derecho ambiental 

surcoreano hacia formas incipientes de litigación ambiental de carácter constitucional se 

dio con la entrada al nuevo milenio y el caso Saemangeum. El proyecto Saemangeum se 

inició oficialmente en el año 1991 como una propuesta que pretendía expandir el 

territorio, aumentar los recursos hídricos, preparar tierras agrícolas alternativas y 

construir aldeas agrícolas y pesqueras. Fue planteado como un símbolo del desarrollo 

económico de la provincia de Jeolla del Norte, e inicialmente su impulso fue apoyado 

plenamente por la mayoría de los residentes locales, quienes esperaban que el proyecto 

mejorara sus medios de vida. A pesar del apoyo inicial, la percepción pública del proyecto 

comenzó a cambiar en el año 1996, cuando un proyecto de recuperación de tierras similar 

en la provincia de Gyeonggi limitó los flujos de agua de marea, desencadenando un 

episodio de contaminación en el lago Sihwa.  

 

Ante estos hechos, algunas personas y grupos ambientalistas temieron que el lago 

Saemangeum pudiera correr la misma suerte tras la construcción del dique proyectado, 

teniendo en cuenta que la marisma de Saemangeum es naturalmente rica en recursos 

pesqueros, biodiversidad y paisajes marinos, sirviendo además de parada para aves 

migratorias y dependiendo la economía de la zona en gran parte de sus recursos. A causa 

de la confluencia de intereses anteriormente descrita, grupos ecologistas, religiosos y 

algunos residentes locales se unieron para oponerse al proyecto, basándose en su 

preocupación por el lago y destacando otros problemas relacionados con la degradación 

ambiental y los daños a las comunidades locales. A estas críticas se les unió el hecho de 

que, en el año 1998, la Junta de Auditoría e Inspección de Corea del Sur realizó una 

inspección especial del proyecto de Saemangeum y, en base a esta, respaldaron 
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firmemente las afirmaciones de los grupos contrarios al proyecto, recomendando 

reconsiderar el proyecto en función de su impacto ambiental y su viabilidad económica. 

A pesar de ello, los grupos a favor del desarrollo proyectado formaron una coalición 

estratégica a la cual se alineó el gobierno provincial de Jeolla del Norte, quienes 

solicitaron una nueva revisión para presionar al gobierno central a que siguiera adelante 

el proyecto.  

 

Ante esta situación, el gobierno central aplazó la construcción del proyecto hasta el año 

2001, cuando el partido gobernante perdió las elecciones parciales contra la oposición y 

decidió continuar con el proyecto, aunque de forma más ecológica y gradual, intentado 

así satisfacer a ambas partes. Tras una intensificación del conflicto y de protestas 

realizadas por un grupo de practicantes de diversas religiones, este grupo presentó una 

demanda para detener la finalización del proyecto, la cual llegó finalmente hasta el 

Tribunal Supremo de Corea del Sur. El conflicto entre detractores y defensores del 

proyecto se prolongó hasta marzo de 2006, momento en que el Tribunal Supremo anunció 

su decisión de permitir la finalización del proyecto (Hong, 2022, 11-12). 

 

En relación con la demanda de sentencia declarativa sobre el proyecto de Saemangeum, 

se debatió ampliamente sobre las siguientes cuestiones legales: 1) la necesidad y 

viabilidad económica del proyecto, 2) la idoneidad de la Evaluación de Impacto 

Ambiental y 3) la posibilidad de cumplir con las normas de calidad del agua estipuladas 

para uso agrícola. Acerca de la primera cuestión, el Tribunal Supremo determinó que, 

para que una disposición administrativa de un proyecto público sea nula por falta de 

viabilidad económica, se debía demostrar claramente que los beneficios y los costes del 

proyecto estaban altamente desequilibrados. Acerca de la segunda cuestión, aunque la 

Evaluación de Impacto Ambiental fuera más o menos inadecuada, si se hubiera realizado 

y se hubiera consultado al Ministerio de Medioambiente, la disposición no sería 

necesariamente defectuosa, a menos que el grado de insuficiencia de la Evaluación fuera 

tan alto que se considerara que, de facto, ni siquiera se había realizado. Sobre el tercer 

punto, el Tribunal Supremo sostuvo que era posible cumplir con los estándares de calidad 

del agua, siempre que las medidas planificadas para mantener los estándares de calidad 

parecieran prácticas a la luz del estado de la ciencia y la tecnología disponibles en ese 

momento, además de que los costos que conllevaban serían asequibles para la sociedad 
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coreana. En relación con los estándares ambientales, el Tribunal Supremo adoptó una 

posición basada en la confianza en el progreso técnico y científico y en la capacidad de 

la Administración futura para implementar las medidas correctoras pertinentes. De hecho, 

ante tal consideración por parte del Tribunal Supremo, se dio una cierta flexibilización de 

los principios de prevención y precaución, puesto que este Tribunal admitió la viabilidad 

de un proyecto cuyos impactos ambientales no podían ser plenamente determinados en el 

momento en que tuvo lugar su aprobación, siempre que se dé una expectativa razonable 

de que los futuros impactos podrán ser gestionados a posteriori (Park, 2014, 587-590).  

 

A pesar de la resolución final a la que el Tribunal Supremo convino, resulta especialmente 

relevante para el objeto del presente trabajo la existencia de opiniones disidentes en el 

marco de la sentencia. Las opiniones minoritarias defendieron una interpretación más 

exigente del concepto de viabilidad económica, considerando que, al tratar el tema sobre 

una actividad de desarrollo a gran escala, esta implica cambios ambientales y que, en 

consecuencia, los valores ambientales también deben considerarse como costes en el 

análisis de proporcionalidad del proyecto. Desde este punto de vista, las opiniones 

discrepantes cuestionaron la suficiencia y adecuación de un planteamiento que evalúa la 

viabilidad económica de manera estrictamente financiera o productivista, destacando que 

la exclusión o infravaloración de los costes ecológicos conduce a una distorsión del juicio 

realizado para discernir sobre la conveniencia del proyecto. Además, las posiciones 

minoritarias dentro del Tribunal Supremo también cuestionaron la posibilidad de la 

Administración de postergar a futuro la gestión de los riesgos ambientales, con la base de 

los principios de prevención y precaución considerando que la incertidumbre científica 

existente está imposibilitada para justificar la adopción de decisiones potencialmente 

lesivas bajo expectativas de futura corrección (Park, 2014, 590-591). 

 

A este respecto, a pesar de que las posiciones minoritarias no alteraron el sentido del fallo 

en el caso del proyecto Saemangeum, estas introdujeron elementos relevantes en la 

evolución jurisprudencial surcoreana, ya que evidenciaron la emergencia de un enfoque 

más exigente en la valoración de los impactos ambientales de proyectos públicos, 

poniendo de manifiesto la tensión interna que previó un progresivo desplazamiento hacia 

estándares más intensos de control en materia ambiental para así poder cumplir con los 

deberes Estatales recogidos en el artículo 35 de la Constitución de la República de Corea. 
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c. Caso Do-Hyun Kim et al. contra la República de Corea 

Tras el caso Saemangeum, en la jurisprudencia relativa a la materia medioambiental de 

la República de Corea no se experimentó una ruptura inmediata, sin embargo, en los 

últimos años, algunos demandantes han intentado reinterpretar el artículo 35 de la 

Constitución para fundamentar la existencia de deberes estatales más severos en materia 

de protección ambiental y climática. Es en este contexto cuando se produjo un 

pronunciamiento que rompió con la posición jurisprudencial anterior y que es considerada 

como “the first victory in East Asia for plaintiffs in a ‘framework’ case -which challenge 

governments’ overall efforts to mitigate climate change- and aligns considerably with the 

findings of similar landmark decisions across the globe, such as KlimaSeniorinnen, 

Neubauer, Urgenda and Klimaatzaak”12 (Fantozzi y Udell, 2024). 

 

El caso Do-Hyun Kim et al. contra la República de Corea nace de una demanda planteada 

en el año 2020 por diecinueve miembros de una organización para jóvenes llamada Youth 

4 Climate Action. La denuncia provocó una reacción en cadena que acabó por involucrar 

a doscientos cincuenta y cinco denunciantes repartidos en cuatro casos separados, los 

cuales fueron, finalmente, revisados y resueltos de manera conjunta por parte del 

Tribunal. Setenta y dos de los demandantes que presentaron una demanda en el año 2022 

eran menores de diez años, incluyendo un feto de veinte semanas representado por su 

madre. Ante el interés que a nivel nacional suscitó el asunto litigioso, el Tribunal 

Constitucional celebró dos audiencias públicas, actuación que no entra dentro del 

proceder general de este órgano judicial (Baek y Ahn, 2025, 141). 

 

Las denuncias fueron interpuestas con base en el artículo 68 apartado 1 de la Ley del 

Tribunal Constitucional coreano y todas discutían la constitucionalidad de la Ley Marco 

sobre Neutralidad de Carbono y Crecimiento Verde para Hacer Frente a la Crisis 

Climática que el Gobierno de Corea del Sur promulgó el 24 de septiembre de 2021 como 

Ley número 18469.  

 

12 Traducción propia de la cita de Fantozzi y Udell: «La primera Victoria en Asia Oriental para los 

demandantes en un caso marco —que cuestiona los esfuerzos generales de los gobiernos para mitigar el 

cambio climático— y coincide en gran medida con las conclusiones de decisiones históricas similares en 

todo el mundo, como KlimaSeniorinnen, Neubauer, Urgenda y Klimaatzaak». 
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En concreto, los cuatro casos que se acabaron unificando son los siguientes (Do-Hyun 

Kim et al., Tribunal Constitucional de Corea, 29 de agosto de 2024, pp. 2-4): 

 

- Caso con referencia número 2020HunMa389: la denuncia constitucional se presentó 

el 13 de marzo del 2020 afirmando que las siguientes medidas —tomadas todas ellas 

para marcar unos objetivos de reducción de los gases de efecto invernadero (en 

adelante, GEI) dirigidos a paliar la crisis climática— infringieron sus derechos a la 

vida, al derecho a vivir en un medio ambiente saludable y al derecho a la igualdad: 

entre otros, el artículo 42(1)1 de la inicial Ley Marco sobre Neutralidad de Carbono 

y Crecimiento Verde para Hacer Frente a la Crisis Climática, que determinaba que el 

Gobierno debía establecer objetivos de reducción de los GEI; la enmienda del 

Presidente al artículo 25(1) del Decreto ejecutivo de la inicial Ley de Crecimiento 

Verde del 24 de mayo del 2016, la cual modificó el objetivo señalado para la 

reducción de GEI a nivel nacional del año 2020 al año 2030; el artículo 25(1) del 

Decreto ejecutivo de la inicial Ley de Crecimiento Verde, en su enmienda del 31 de 

diciembre de 2019, que estipula el objetivo para la reducción de GEI, al que se refiere 

el artículo 42(1)1 de la antigua Ley de Crecimiento Verde como una reducción de las 

emisiones totales nacionales de gases de efecto invernadero de 2030 en un 24,4 por 

ciento en relación con las emisiones totales de gases de efecto invernadero de 2017. 

 

Posteriormente, los denunciantes presentaron solicitudes suplementarias, agregando 

las siguientes disposiciones al objeto de revisión: el artículo 8(1) de la Ley Marco 

sobre Neutralidad de Carbono y Crecimiento Verde para Hacer Frente a la Crisis 

Climática, que obliga al Gobierno a establecer un objetivo nacional de reducción de 

emisiones de GEI a mediano y largo plazo para reducir las emisiones nacionales de 

GEI en la proporción prescrita por Decreto Presidencial en una medida no menor al 

35 por ciento de los niveles de 2018 para 2030; el artículo 3(1) del Decreto de 

Aplicación de la Ley Marco de Neutralidad de Carbono, que estableció la proporción 

prescrita por Decreto Presidencial de la disposición antes mencionada en el 40 por 

ciento. Con respecto a estas disposiciones, los denunciantes alegaron que cada una de 

ellas violaba el deber del Estado de proteger los derechos fundamentales, infringiendo 
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excesivamente sus derechos fundamentales como miembros de las generaciones 

futuras y, por ende, sometiéndoles a un trato diferenciado. 

 

- Caso con referencia número 2021HunMa1264: la denuncia constitucional se presentó 

el 12 de octubre de 2021, en ella se constataba que el artículo 8(1) de la Ley Marco 

Sobre Neutralidad de Carbono y Crecimiento Verde para Hacer Frente a la Crisis 

Climática marcaba un objetivo insuficiente para proteger su derecho a la vida y a la 

seguridad frente a los desastres climáticos, de la manera que requieren los estándares 

internacionales como el Acuerdo de París. Estos denunciantes sostenían que la 

provisión infringía sus derechos fundamentales, fallando en constituir una medida de 

mínimos apropiada y efectiva para proteger sus derechos a la vida, a perseguir la 

felicidad, a la libertad de acción general, a su derecho a vivir en un medioambiente 

saludable y apacible, su derecho a la libertad; y a su derecho a la igualdad. 

 

- Caso con referencia número 2022HunMa854: la denuncia constitucional se presentó 

el 13 de junio del 2022. Los denunciantes planteaban que el artículo 3(1) del Decreto 

Ejecutivo de la Ley Marco Sobre Neutralidad de Carbono y Crecimiento Verde para 

Hacer Frente a la Crisis Climática marca un objetivo insuficiente para proteger su 

vida y seguridad frente a desastres climáticos, tal como lo exigen las normas 

internacionalmente acordadas, como el Acuerdo de París. En su denuncia, 

argumentan que esta disposición infringe sus derechos fundamentales al no constituir 

una medida mínima adecuada y efectiva para proteger su derecho a la vida, el derecho 

a la búsqueda de la felicidad, el derecho a la libertad general de acción, el derecho a 

vivir en un entorno sano y agradable, el derecho a la igualdad; y el derecho a la 

propiedad. 

 

- Caso con referencia número 2023HunMa846: la denuncia constitucional se presentó 

el 6 de julio de 2023, afirmando que los objetivos establecidos en el Primer Plan 

Marco Nacional para la Neutralidad de Carbono y Crecimiento Verde eran 

insuficientes para proteger su vida y seguridad de los desastres climáticos, tal como 

requieren los estándares alcanzados por la comunidad internacional, tales como el 

Acuerdo de París. Los denunciantes sostuvieron que el Plan anteriormente mentado 

no constituye un conjunto de medidas mínimas adecuadas y efectivas necesarias para 
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proteger su derecho a la vida, el derecho a la búsqueda de la felicidad, el derecho 

general a la libertad de acción, el derecho a la igualdad, el derecho de propiedad; y el 

derecho a vivir en un medio ambiente saludable y agradable, vulnerando, en 

definitiva, sus derechos fundamentales. 

 

Teniendo en cuenta todos los planteamientos anteriormente expuestos, el día 15 de 

febrero de 2024, el Tribunal Constitucional de la República de Corea acumuló los casos 

con referencias número 2021HunMa1264, 2022HunMa854 y 2023HunMa846 con el caso 

2020HunMa389. Posteriormente, el día 29 de mayo de 2024, el solicitante de 

intervención conjunta en el procedimiento presentó una solicitud interesando, con 

carácter principal, la intervención conjunta en el procedimiento y, de manera subsidiaria, 

la intervención adhesiva en los recursos de inconstitucionalidad acumulados en el 

presente caso (Do-Hyun Kim et al., Tribunal Constitucional de Corea, 29 de agosto de 

2024, p.4). 

 

El caso acumulativo articula su objeto de control en relación con la adecuación 

constitucional de los objetivos estatales de reducción de GEI y de los instrumentos 

normativos que los desarrollan (Do-Hyun Kim et al., Tribunal Constitucional de Corea, 

29 de agosto de 2024, p.4):  

 

- Por una parte, extraída del asunto 2020HunMa389, se establece como objeto de 

control del caso la impugnación de la modificación introducida en el año 2016 

mediante el Decreto Ejecutivo de la antigua Ley de Crecimiento Verde, por la que se 

modificó el objetivo de reducción del 37 por ciento de los GEI previsto para 2020 por 

un nuevo objetivo marcado para el año 2030.  

 

- Por otra parte, extraída del asunto 2023HunMa846, se establece como objeto de 

control del caso la impugnación del Primer Plan Marco Nacional para la Neutralidad 

de Carbono y el Crecimiento Verde del año 2023, concretamente, se examinan las 

disposiciones que marcan los objetivos nacionales de reducción de emisiones y los 

elementos concretos del Plan Marco mencionado anteriormente dirigidos a la 

distribución sectorial de los esfuerzos de mitigación y a su financiación.  
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En base a este marco, el Tribunal Constitucional delimita un objeto de control amplio que 

contempla las siguientes disposiciones (Do-Hyun Kim et al., Tribunal Constitucional de 

Corea, 29 de agosto de 2024, pp. 5-7).: 

 

- El artículo 42(1)1 de la anterior Ley Marco de Neutralidad de Carbono y Crecimiento 

Verde. 

- El artículo 25(1) del Decreto ejecutivo de la anterior Ley Marco de Neutralidad de 

Carbono y Crecimiento Verde (modificado por el Decreto presidencial número 

27180, de 24 de mayo de 2016, vigente hasta su modificación en 2019). 

- El artículo 25(1) del Decreto ejecutivo de la anterior Ley Marco de Neutralidad de 

Carbono y Crecimiento Verde (modificado por el Decreto presidencial número 

30303, de 31 de diciembre de 2019, vigente hasta su derogación por el Decreto 

presidencial número 32557, de 25 de marzo de 2022). 

- El artículo 8(1) de la Ley Marco de Neutralidad de Carbono y Crecimiento Verde para 

hacer Frente a la Crisis Climática, promulgada a través de la ley número 18469, de 24 

de septiembre de 2021. 

- Los apartados relativos a los objetivos de reducción por sectores y a los objetivos de 

reducción anuales, incluidos en el epígrafe V del Primer Plan Marco Nacional para la 

Neutralidad de Carbono y el Crecimiento Verde, aprobado por el Gobierno el 11 de 

abril de 2023. 

- El apartado 1, relativo al Plan de inversión fiscal, del epígrafe VII del Primer Plan 

Marco Nacional para la Neutralidad de Carbono y el Crecimiento Verde. 

 

Ante el amplio objeto de control del caso, el litigio trasciende la impugnación de 

disposiciones concretas y se configura como un verdadero juicio de control de la 

constitucionalidad de la política climática y ambiental de la República de Corea. 

 

El Tribunal Constitucional desestima entrar a valorar la constitucionalidad de aquellas 

disposiciones que fueron objeto de modificación —es decir, los artículos 42(1)1 de la 

antigua Ley de Crecimiento Verde y 25(1) de los Decretos ejecutivos de 2016 y 2019 de 

dicha ley—atendiendo a que, habiéndose modificado los objetivos que estas marcaban, 

no existe posibilidad alguna de que las disposiciones anteriores resulten aplicables a los 

ciudadanos, teniendo en cuenta que, incluso, en el caso de que las disposiciones anteriores 
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hubieran vulnerado el deber estatal de protección de los derechos fundamentales, existen 

pocas probabilidades de que se reproduzcan las mismas causas de inconstitucionalidad 

que dichas disposiciones pudieren tener o de que estas influyan en futuras modificaciones 

de la normativa en vigor. A causa de dicha fundamentación, el Tribunal inadmitió la parte 

del recurso relativa a las anteriores disposiciones por desaparición del interés subjetivo 

en la protección de derechos fundamentales y a causa de no ser necesaria una clarificación 

constitucional adicional (Do-Hyun Kim et al., Tribunal Constitucional de Corea, 29 de 

agosto de 2024, p.8-9). 

 

Además de las disposiciones relatadas en el párrafo anterior, el Tribunal Constitucional 

desestima también emitir su juicio sobre el Plan Fiscal por ser este una mera herramienta 

de planificación presupuestaria a medio y largo plazo, no pudiendo considerarse como un 

ejercicio de poder público capaz de afectar directamente a los derechos fundamentales 

aducidos por los denunciantes. Al no poder considerarse el Plan Fiscal como un objeto 

de recurso de amparo constitucional, el Tribunal lo inadmitió (Do-Hyun Kim et al., 

Tribunal Constitucional de Corea, 29 de agosto de 2024, pp. 9-10). 

 

Habiendo inadmitido todas las disposiciones modificadas y el Plan Fiscal, el Tribunal 

Constitucional centra el núcleo de su sentencia en el juicio de constitucionalidad del 

artículo 8(1) de la Ley Marco de Neutralidad de Carbono y Crecimiento Verde para hacer 

Frente a la Crisis Climática, regla que, juntamente con el artículo 3 de la propia Ley, 

introduce las previsiones que establecen los objetivos de reducción a nivel nacional a 

medio y largo plazo. El objetivo introducido a través de estas disposiciones prevé reducir 

las emisiones de GEI en un 40 por ciento respecto de los niveles del 2018 para el año 

2030. Estos objetivos de reducción se articulan mediante planes administrativos 

adoptados por el Gobierno en virtud de los apartados 2 y 3 de la Ley Marco de Neutralidad 

de Carbono y Crecimiento Verde para hacer Frente a la Crisis Climática, fijándose en 

ellos metas concretas de emisiones y absorciones de gases de efecto invernadero a nivel 

nacional, desglosadas por sectores y por años, con el fin de alcanzar el objetivo de 

reducción a medio y largo plazo. 

 

Atendiendo a que los objetivos articulados mediante planes administrativos representan 

actuaciones del Estado, estos inciden directamente sobre los derechos fundamentales de 
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los ciudadanos —particularmente, sobre su derecho a vivir en un medio ambiente 

saludable—, previéndose que dichos objetivos se materialicen mediante medidas 

concretas e individualizadas de reducción de emisiones y considerando que, en 

consecuencia, pueden calificarse como un ejercicio de poder público susceptible de 

control a través del recurso de amparo constitucional. El Tribunal Constitucional, 

adicionalmente, destaca la dificultad que puede acarrear para los ciudadanos impugnar 

estos planes o políticas individuales a través de otras vías, como su enjuiciamiento a través 

del contencioso-administrativo. 

 

Habiendo confirmado la posibilidad a nivel procesal de enjuiciar el artículo 8(1) de la Ley 

Marco de Neutralidad de Carbono y Crecimiento Verde para hacer Frente a la Crisis 

Climática, el Tribunal centra la cuestión litigiosa en determinar si los objetivos de 

reducción de emisiones establecidos en las disposiciones y planes mencionados 

anteriormente vulneran el derecho de los denunciantes a vivir en un medio ambiente 

saludable. Partiendo de los argumentos expuestos por los denunciantes y basados en que 

dichos objetivos trasladan de manera excesiva a las generaciones futuras la carga de la 

reducción de emisiones que debería asumir la generación actual, estos consideran que se 

está contraviniendo el principio de proporcionalidad, su derecho a la igualdad, además de 

que existe una situación de riesgo que deriva de la crisis climática, sumada a las 

características de las medidas de protección adoptadas frente a esta. Así, en última 

instancia, los denunciantes afirman que el Estado ha incumplido su deber de proteger al 

medio ambiente, tal como lo recoge el artículo 31 apartado 1 de la Constitución de la 

República de Corea. En vistas de los argumentos enunciados, el Tribunal Constitucional 

concluye que la cuestión será examinada desde la perspectiva de una eventual vulneración 

del derecho a vivir en un medio ambiente saludable (Do-Hyun Kim et al., Tribunal 

Constitucional de Corea, 29 de agosto de 2024, pp. 10-11). 

 

A continuación, el Tribunal Constitucional se detiene a estudiar los criterios de control 

sobre la vulneración del derecho a un medio ambiente saludable que empleará para emitir 

su juicio. 

 

En primer lugar, el Tribunal Constitucional dirime acerca de la garantía constitucional 

del derecho a vivir en un medio ambiente saludable. Más allá de la literalidad del artículo 
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35 de la Constitución de la República de Corea, el Tribunal Constitucional reconoce que 

el derecho a un medio ambiente saludable constituye una base fundamental para la 

protección de los derechos a la vida y a la integridad física, considerando que este derecho 

tiene como finalidad última garantizar una adecuada calidad de vida. De esta manera, para 

ejercitar este derecho, los ciudadanos pueden invocar dos dimensiones: una dimensión 

negativa, la cual consiste en no sufrir injerencias estatales, y una dimensión positiva, 

basada en la posibilidad de exigir al Estado que adopte medidas que garanticen 

condiciones ambientales adecuadas; suponiendo, en consecuencia, que el derecho a un 

medio ambiente saludable es un derecho fundamental autónomo de carácter integral. A 

pesar de que el contenido y los métodos para ejercitar este derecho deben ser concretados 

por la legislación, tal como articula el apartado 2 del artículo 35 de la Constitución, este 

hecho no implica que el legislador puede omitir su desarrollo hasta vaciarlo de contenido. 

De la misma manera, su articulación mediante cualquier regulación tampoco será 

suficiente, independientemente de su adecuación material. Por tanto, cuando la ausencia 

o la insuficiencia de medidas legislativas sea significativa y suponga una vulneración del 

derecho fundamental a disfrutar de un medio ambiente saludable, es pertinente acudir al 

Tribunal Constitucional en busca de tutela.  

 

A continuación, el Tribunal Constitucional delimita el deber del Estado de garantizar el 

derecho a disfrutar de un medio ambiente saludable, articulando sus obligaciones en torno 

al artículo 10 de la Constitución —relativo a la inviolabilidad de los derechos 

fundamentales y la obligación estatal de respetar y proteger activamente los bienes 

jurídicos esenciales como la vida o la integridad física—en conjunción con el artículo 35. 

De este modo, dado que el derecho a un medio ambiente saludable abarca tanto el entorno 

natural como el entorno vital o artificial, el deber de conservación debe incluir la 

prevención de daños, la restauración de entornos degradados y la mejora de las 

condiciones ambientales; integrándose también la obligación estatal de hacer frente a la 

crisis climática (Do-Hyun Kim et al., Tribunal Constitucional de Corea, 29 de agosto de 

2024, p.11).  

 

Posteriormente, el Tribunal Constitucional examinará si el Estado adoptó medidas 

mínimas de protección adecuadas y eficaces, de conformidad con el principio de 

prohibición de protección insuficiente (principle of excessively deficient protection). El 
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parámetro que el Tribunal empleará para realizar su análisis es la evidencia científica y 

los estándares internacionales. Concretamente, en relación con los objetivos de reducción 

de emisiones de GEI, el análisis del Tribunal se fundamentará en informes científicos y 

en marcos internacionales como la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el 

Cambio Climático, el Protocolo de Kioto y el Acuerdo de París (Do-Hyun Kim et al., 

Tribunal Constitucional de Corea, 29 de agosto de 2024, pp. 12-13). 

 

Por otra parte, con respecto al principio de reserva de ley, el Tribunal, partiendo de la 

alegación de los demandantes por la cual se señala que determinadas disposiciones 

vulneran también la prohibición de delegación en blanco por remitir aspectos esenciales 

a normas reglamentarias, concluye que este punto reconduce al análisis de la suficiencia 

de las medidas adoptadas, por lo que no se pronuncia sobre esta determinación (Do-Hyun 

Kim et al., Tribunal Constitucional de Corea, 29 de agosto de 2024, pp. 13-14). 

 

Habiendo determinado cuáles será los criterios que incardinarán su enjuiciamiento, el 

Tribunal Constitucional pasa a presentar cuál es la naturaleza de la situación de riesgo, 

las medidas protectoras y los estándares de revisión que serán tenidos en cuenta. 

 

Acerca de la naturaleza de la situación de riesgo, el Tribunal se alinea con el hecho 

científico probado consistente en que las emisiones antropogénicas de GEI son la causa 

principal del calentamiento global, tal como destacan informes del IPCC y de otras 

fuentes. Este calentamiento global —subraya el Tribunal— ha generado cambios 

irreversibles en el sistema climático que provocan fenómenos meteorológicos extremos 

que a medida que se intensifican amenazan a la vida y a la salud humanas y degradan 

gravemente el entorno natural y humano. También aceptan el hecho científico de que los 

niveles de acumulación de GEI emitidos por actividades antropogénicas determinan el 

aumento de la temperatura media global, siendo los efectos del cambio climático causado 

por las emisiones de GEI irreversibles, al no poder revertirse una vez liberadas dichas 

emisiones. Así, cuanto más tiempo se retrase el esfuerzo para reducir las emisiones de 

GEI, mayores serán los riesgos que supone el cambio climático y más arduas habrán de 

ser las medidas de adaptación necesarias para intentar mitigar las consecuencias de estas 

emisiones. 
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Sobre las medidas protectoras del medio ambiente frente a la crisis climática, el Tribunal 

introduce la dicotomía entre objetivos de reducción de GEI y su implementación por parte 

del Estado y las restricciones a la libertad de los ciudadanos, las cuales implican restringir 

o exigir cambios en las actividades económicas y los estilos de vida generadores de 

emisiones de GEI, pudiendo llegar también a transformar todas las industrias y la vida 

cotidiana (Do-Hyun Kim et al., Tribunal Constitucional de Corea, 29 de agosto de 2024, 

pp. 15-16). 

 

A tenor del Tribunal Constitucional, el establecimiento de objetivos de GEI supone una 

medida de carácter esencial a la hora de hacer frente a la crisis climática. Estas medidas 

constituyen las herramientas pertinentes para materializar los compromisos 

internacionales que la República de Corea asume, en particular en el marco del Acuerdo 

de París, así como en el propio marco legislativo interno. El Tribunal destaca que los 

objetivos deben diseñarse ateniéndose a la mejor evidencia científica disponible en cada 

momento y a los estándares internacionales marcados, especialmente teniendo en cuenta 

el límite de 1,5 grados centígrados. También ponen el foco en la planificación progresiva 

de estas políticas, abarcando desde el pico de emisiones hasta la neutralidad climática 

planteada para el año 2050. Además, el Tribunal confirma que el sistema coreano —

basado en contribuciones determinadas a nivel nacional, objetivos sectoriales y metas 

anuales revisables— es, a nivel formal, conforme al principio de progresión y al 

mecanismo de revisión periódica previstos en el Acuerdo de París. A pesar de dicha 

aseveración, el Tribunal recuerda que, a causa de la dimensión global de la problemática 

que supone el cambio climático y basándose en el principio de responsabilidades comunes 

pero diferenciadas, los Estados han de atenderse a las responsabilidades aceptadas, no 

pudiendo eludirlas y habiendo de adoptar, consecuentemente, objetivos claros, 

suficientemente concretos y coherentes, que permitan garantizar una reducción efectiva 

y equitativa de las emisiones de GEI (Do-Hyun Kim et al., Tribunal Constitucional de 

Corea, 29 de agosto de 2024, pp. 16-18).. 

 

A continuación, el Tribunal Constitucional surcoreano introduce los criterios de revisión 

relacionando el artículo 35 apartado 1 con el artículo 34 apartado 613, ambos de la 

 

13 «Artículo 34.- Del derecho al bienestar (…) 6.- El Estado tratará de prevenir los desastres y de proteger 

a los daños que puedan derivarse de aquéllos». 
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Constitución. De esta manera, los daños causados a la vida, la salud y las propiedades de 

los ciudadanos a consecuencia de fenómenos meteorológicos extremos, escasez de agua, 

escasez de alimentos, acidificación de los océanos, subida del nivel del mar y colapso de 

ecosistemas —todos ellos provocados por el cambio climático— también tienen las 

características de un desastre o calamidad; por lo tanto, los esfuerzos del Estado para 

establecer e implementar planes y metas con el fin de reducir las emisiones de GEI en 

respuesta a la crisis climática no solamente suponen esfuerzos para proteger el medio 

ambiente ex artículo 35 apartado 1 de la Carta Magna, sino que también son esfuerzos 

para prevenir los desastres previstos en el artículo 34 apartado 6 de dicha Norma. 

 

Adicionalmente, el Tribunal introduce el derecho a un medio ambiente saludable bajo la 

calificación de «derecho humano de tercera generación». Al englobarlo en este grupo, el 

Tribunal reconoce que su salvaguarda requiere de garantías a través de la solidaridad 

internacional, hecho que implica que, si un país descuida sus esfuerzos de reducción de 

GEI, el resto verán sus esfuerzos frustrados, haciendo imposible posibilitar el amparo del 

derecho a un medio ambiente saludable. Por el contrario, a juicio del Tribunal, si cada 

país hace todo lo posible por reducir las emisiones de GEI, la respuesta global a la crisis 

climática protegería eficazmente el derecho a un medio ambiente saludable. Por lo 

anterior, el Tribunal concluye que, en la interpretación del derecho a un medio ambiente 

saludable bajo la Constitución de la República de Corea, se pueden tener en cuenta las 

normas internacionales. 

 

Por otra parte, el Tribunal relaciona nuevamente artículos de la Constitución de manera 

que el artículo 35 apartado 1, al estipular las obligaciones del Estado y del pueblo a 

esforzarse por proteger el medio ambiente, estas posibilitan tomar las medidas que se 

consideren pertinentes a través del artículo 12214. En particular, el hecho científico de que 

el aumento de las temperaturas medias globales, siendo este un factor principal del 

cambio climático, sea estrechamente proporcional a la acumulación de GEI en la 

atmósfera significa que tomar esfuerzos insuficientes para reducir las emisiones de GEI 

en el presente agravará proporcionalmente la carga en el futuro, implicando una mayor 

 

14 «Artículo 122.- Del ordenamiento agrario. El Estado pondrá, en las condiciones que establezca la ley, 

las limitaciones u obligaciones necesarias para la utilización eficiente y equilibrada, el desarrollo y la 

preservación de las tierras de la Nación, que constituyen la base de la actividad productiva y la vida diaria 

de todos los ciudadanos». 
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exposición a las consecuencias negativas del cambio climático y unas restricciones más 

estrictas a las actividades económicas y estilos de vida necesarios para mitigar las 

emisiones de GEI. 

 

El último criterio de revisión que el Tribunal Constitucional extrae de la Constitución se 

encuentra en su Preámbulo. En este caso, al expresar el compromiso de «salvaguardar la 

seguridad, la libertad y la felicidad para nosotros y perpetuamente para nuestra 

posteridad», cuando el Estado toma medidas de protección en respuesta a la situación de 

riesgo que supone la crisis climática, es esencial evitar que cargas excesivas se trasladen 

al futuro. A tenor del Tribunal, estas actuaciones no solamente responden a la necesidad 

de proteger la libertad de los futuros ciudadanos, sino que también pretenden garantizar 

la igualdad de protección de los derechos fundamentales entre las generaciones presentes 

y futuras, por lo que también se alinean con el artículo 3, apartado 1, de la Ley Marco de 

Neutralidad de Carbono, el cual introduce el principio de igualdad intergeneracional.  

 

Concluye el Tribunal que, cuando el Estado surcoreano establece e implementa objetivos 

de reducción de GEI en respuesta a la crisis climática, este está constitucionalmente 

obligado a considerar su responsabilidad en las condiciones medioambientales del futuro 

(Do-Hyun Kim et al., Tribunal Constitucional de Corea, 29 de agosto de 2024, pp. 18-1).  

 

Una vez presentados los criterios, el Tribunal entra al fondo del asunto litigioso, 

estudiando si el artículo 8, apartado 1, de la Ley Marco de Neutralidad de Carbono y el 

artículo 3, apartado 1, del Decreto ejecutivo de dicha ley vulneran las premisas recogidas 

en el redactado de la Carta Magna de la República de Corea al introducir un objetivo de 

reducción a medio y largo plazo de las emisiones de GEI en una proporción del 40% de 

2018 para 2030.  

 

Para discernir acerca de este punto, el Tribunal considera que es clave para determinar si 

existe una violación al principio de prohibición contra la protección insuficiente la 

identificación de si dicho objetivo de reducción para 2030 refleja la parte que Corea 

debería asumir a la luz de los esfuerzos globales de reducción de GEI, habiendo de 

precisar también si este traslada cargas excesivas al futuro en aquello que respecta a los 

efectos del cambio climático y las restricciones a las emisiones de GEI. Además, el 
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previamente mencionado artículo 8, apartado 1, al definir únicamente el porcentaje de 

reducción hasta 2030 en relación con los niveles de 2018 sin especificar unos 

determinados objetivos cuantitativos de reducción para el periodo de 2031 a 2049, es 

cuestionado por los demandantes, quienes argumentan que carece de mecanismos 

efectivos para garantizar la implementación de los objetivos de reducción de GEI, por lo 

que es clave determinar si el método para establecer objetivos de reducción de GEI está 

diseñado de manera que garantice eficazmente el logro de las reducciones previstas. 

 

Tras relatar dichas consideraciones, el Tribunal examina si el objetivo del 40% previsto 

para el año 2030 resulta materialmente insuficiente a partir de los estándares científicos 

e internacionales. La base empleada por el órgano es la existencia de un consenso global, 

basado en los presupuestos de carbono definidos por el IPCC y en instrumentos como el 

Acuerdo de París, en virtud del cual los Estados deben fijar sus contribuciones nacionales 

conforme a su máxima ambición posible. Ahora bien, el Tribunal destaca que no existe 

un criterio internacional unívoco que permita esclarecer cuál es la cota justa de reducción 

que debe corresponder a cada Estado, puesto que impera una multiplicidad factorial en 

las decisiones que deben tomar, en este caso, el legislador y el ejecutivo. Partiendo del 

anterior análisis, el Tribunal concluye que no puede declarar la violación del principio de 

prohibición contra la protección insuficiente del objetivo de reducción del 40% de las 

emisiones de GEI para el año 2030 únicamente ateniéndose al hecho de que este no 

coincida con determinados métodos de cálculo o propuestas doctrinales. El Tribunal 

también rechaza que el mentado objetivo suponga por sí mismo un traslado 

desproporcionado de cargas al futuro, ya que este se configura como un objetivo de 

carácter intermedio dentro de una estrategia que fija la neutralidad climática en 2050, 

además de haber sido establecido habiéndose tenido en cuenta diversos factores técnicos 

y sectoriales. 

 

Ahora bien, el Tribunal concluye todo lo contrario en relación con el período posterior al 

2030 y que finalizaría en el año 2049, un año antes de la fecha en la que se marca llegar 

al objetivo de la neutralidad de carbono. En este caso, el Tribunal aprecia una carencia de 

criterios cuantitativos por parte de la normativa, la cual no establece ni siquiera criterios 

orientativos para definir los objetivos de reducción de GEI entre los años 2031 y 2049. 

La ausencia relatada impide garantizar una reducción previsible y de carácter progresivo, 
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de manera que se desplaza la determinación de los esfuerzos futuros a las eventuales 

decisiones que tome el Gobierno surcoreano, generando así un riesgo de retrasar la acción 

climática estatal. El Tribunal también se pronuncia acerca de los mecanismos empleados 

para supervisar el estado de implementación de los objetivos de reducción o para 

garantizar su cumplimiento, tales como el sistema de comercio de emisiones, la ausencia 

de requisitos legales explícitos para compensar los objetivos de reducción no cumplidos 

en los objetivos posteriores, etc., los cuales considera que no compensan la falta de 

planificación normativa a medio y largo plazo (Do-Hyun Kim et al., Tribunal 

Constitucional de Corea, 29 de agosto de 2024, pp. 20-28). 

 

En resumen, la conclusión del Tribunal Constitucional acerca de la vulneración del 

principio de prohibición de protección insuficiente es que el objetivo marcado para el año 

2030 no lo vulnera por sí mismo, pero la ausencia de una planificación cuantificada para 

el periodo 2031-2049 sí lo hace, puesto que no garantiza una reducción sostenida en el 

tiempo que potencialmente trasladará cargas excesivas a las generaciones futuras. 

  

A continuación, el análisis del Tribunal se centra en dirimir si el artículo 8 apartado 1 de 

la Ley Marco de Neutralidad de Carbono viola el principio de reserva legal.  

 

En relación con el objetivo de reducción para el año 2030, al establecer dicha norma un 

umbral mínimo del 35% respecto de los niveles de emisiones de GEI del año 2018, el 

Tribunal considera que se tiene en cuenta que establecer objetivos y vías de reducción de 

GEI implica consideraciones técnico-científicas, además de las consideraciones de 

carácter económico, social y diplomático, hecho que supone que el enfoque adoptado en 

el artículo previamente mencionado no pueda considerarse una violación del principio de 

reserva de ley.  

 

Sin embargo, las metas de reducción de emisiones de GEI correspondientes al periodo 

comprendido entre 2031 y 2049 merecen una valoración distinta por parte del Tribunal. 

Nuevamente, este órgano parte de que la fijación de objetivos y trayectorias de reducción 

de emisiones constituye una decisión compleja, que implica consideraciones técnico-

científicas, económicas, sociales y diplomáticas que, además, afectan directamente el 

ejercicio de derechos fundamentales al implicar restricciones estructurales y prolongadas 
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en el tiempo. Al centrarse únicamente el artículo 8 apartado 1 de la Ley Marco de 

Neutralidad de Carbono en los objetivos de reducción de emisiones de GEI sectoriales, 

anuales y a plazo intermedio, este no establece ni siquiera un nivel cuantitativo 

aproximado de objetivos de reducción para el periodo 2031-2049, por lo que el Tribunal 

Constitucional vuelve a considerar —de la misma manera que hace en relación con la 

posible vulneración del principio de prohibición de protección suficiente— que la 

omisión traslada una carga excesiva al futuro, quedando por debajo de las características 

mínimas requeridas como medidas de protección correspondientes a la situación de riesgo 

que supone la crisis climática. A tenor del Tribunal Constitucional surcoreano, fijar 

objetivos de reducción de GEI y planificar las vías correspondientes de reducción impone 

restricciones extensas y continuas a los derechos fundamentales de la población actual, 

ahora bien, dada la naturaleza de la crisis climática como situación de riesgo, debe 

establecerse y avanzar continuamente el objetivo de reducción más ambicioso para evitar 

agravar las cargas futuras. Al existir la eventual posibilidad de que se den conflictos de 

intereses en torno a las medidas específicas de reducción, la planificación de objetivos y 

vías de reducción de GEI a medio y largo plazo requiere de un alto nivel de consenso 

social, por lo que el marco posterior al 2031 debería estar directamente prescrito mediante 

una ley, siendo esta la forma más alta de consenso social tras la Constitución. Esta 

exigencia al legislador se ve reforzada por el hecho de que las generaciones futuras, 

quienes serán las principales afectadas por la crisis climática, no participan en el proceso 

político actual, requiriendo, en consecuencia, al legislador una mayor obligación y 

responsabilidad a la hora de promulgar leyes más específicas sobre planes de reducción 

de GEI a medio y largo plazo.  

 

En otro de los análisis que se llevan a cabo en el caso Do-Hyun Kim et al. contra la 

República de Corea el Tribunal se centra en determinar si los artículos 8 apartado 1 de la 

Ley marco de Neutralidad de Carbono y el artículo 3 apartado 1 del Decreto ejecutivo de 

dicha Ley vulneran el derecho al medio ambiente.  

 

En lo que respecta al artículo 8 apartado 1 de la Ley marco de Neutralidad de Carbono, 

el Tribunal parte de la omisión relativa al no establecimiento de objetivos cuantitativos 

para los años 2031 a 2049, la cual —tal como este órgano concluyó de manera previa en 

la sentencia— viola tanto el principio de protección insuficiente como el principio de 
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reserva legal, vulnerando, así, el deber de proteger derechos fundamentales y el derecho 

de los denunciantes a un medio ambiente saludable. El Tribunal Constitucional subraya 

que los objetivos han de ser cuantificables y deben poderse garantizar jurídicamente 

porque sin una base numérica no es posible evaluar, gestionar ni mejorar las políticas de 

mitigación. Adicionalmente, destaca que, si bien la determinación concreta de los 

objetivos de mitigación corresponde al poder legislativo, existe un deber constitucional 

de institucionalizarlos adecuadamente —especialmente teniendo en cuenta que están en 

juego los derechos de las generaciones futuras— por lo que el Tribunal, en lugar de emitir 

una simple decisión acerca de la inconstitucionalidad de la norma, también debe emitir 

una decisión de no conformidad con la Constitución, motivo por el cual ordena que el 

artículo 8 apartado 1 de la Ley marco de Neutralidad de Carbono solamente permanecerá 

en vigor hasta el 28 de febrero de 2026, momento en el que se debe promulgar una 

legislación mejorada (Do-Hyun Kim et al., Tribunal Constitucional de Corea, 29 de 

agosto de 2024, pp. 29-32).. 

 

Por otra parte, en lo relativo al artículo 3 apartado 1 del Decreto ejecutivo de la Ley Marco 

de Neutralidad de Carbono, el Tribunal considera que, al no regular esta ni los objetivos 

ni los mecanismos de reducción de GEI para garantizar el cumplimiento de los objetivos 

de reducción de emisiones para el periodo 2031-2049, y al no poder considerase que haya 

incumplido las características mínimas requeridas para una medida protectora contra la 

crisis climática en el período 2018-2030; no se puede confirmar que se haya violado el 

deber de proteger los derechos fundamentales en violación del principio de prohibición 

contra la protección insuficiente y, en consecuencia, se dirime que no existe en este 

artículo vulneración de los derechos fundamentales, incluido el derecho a un medio 

ambiente saludable (Do-Hyun Kim et al., Tribunal Constitucional de Corea, 29 de agosto 

de 2024, p. 32). 

 

La última cuestión litigiosa que el Tribunal analiza en la sentencia objeto de estudio son 

los objetivos anuales y sectoriales de reducción. Al ser planes administrativos que 

establecen la vía específica de reducción de las emisiones de GEI desde 2023 hasta el 

2030, sirven como medios para alcanzar el Objetivo de Reducción a medio y largo plazo 

hasta 2030 que se establece en el artículo 8 apartado 1 de la Ley marco de Neutralidad de 

Carbono y en el artículo 3 apartado 1 del Decreto ejecutivo de dicha Ley, formando parte 
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también de las medidas internas de mitigación de la República de Corea para cumplir con 

sus Contribuciones Determinadas a Nivel Nacional bajo el Acuerdo de París. En este 

punto, el Tribunal examina si las medidas vulneran el principio de prohibición de 

protección insuficiente, teniendo en cuenta la posible traslación desproporcionada de 

cargas al futuro y la viabilidad real de alcanzar los objetivos que se fijan (Do-Hyun Kim 

et al., Tribunal Constitucional de Corea, 29 de agosto de 2024, pp. 32-34).  

 

Acerca de si se ha violado el principio de prohibición de protección insuficiente en 

relación con la vía de reducción y las medidas de reducción, el Tribunal considera que 

una distribución más intensiva de los esfuerzos en los últimos años puede suscitar dudas 

desde el punto de vista de la acumulación de emisiones, pero, sobre esta, no puede 

afirmarse per se que constituya una vulneración constitucional, debiendo juzgarse —en 

todo caso— en función de si existió ilegalidad o claro abuso de discrecionalidad en el 

ejercicio de la autoridad del Gobierno al seleccionar y ajustar las medidas de reducción 

para cada sector. En este sentido, el Tribunal destaca que la determinación de la senda de 

reducción responde a valoraciones técnicas, económicas y sectoriales complejas que 

también vienen condicionadas por la tecnología y las posibilidades de implementación, 

por lo que sitúa a esta decisión dentro del margen de apreciación del poder ejecutivo y 

concluye que no es posible apreciar, sobre este punto, ni ilegalidad ni abuso manifiesto 

de discrecionalidad en la determinación de la trayectoria de reducción de emisiones de 

GEI. 

 

Sobre si las medidas específicas contempladas para alcanzar dichos objetivos, el Tribunal 

tampoco considera que incluir instrumentos como la captura y el almacenamiento de 

carbono o el recurso a reducciones internacionales implica, por sí misma, una vulneración 

del principio de prohibición de protección insuficiente, aunque exista incertidumbre sobre 

su eficacia, puesto que estas son mecanismos reconocidos en el marco normativo interno 

e internacional y, consecuentemente, estos objetivos no incumplen el deber estatal de 

protección del medio ambiente ni vulneran el principio previamente mencionado (Do-

Hyun Kim et al., Tribunal Constitucional de Corea, 29 de agosto de 2024, pp. 34-36).. 

 

Sobre si el método de cálculo para los objetivos de emisiones viola el principio de la 

protección insuficiente o el principio de supremacía de la ley se pone de manifiesto una 
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división relevante entre los magistrados al establecerse dos facciones claramente 

diferenciadas (Do-Hyun Kim et al., Tribunal Constitucional de Corea, 29 de agosto de 

2024, pp. 36-43): 

 

- La primera de ellas —conformada por 4 magistrados— considera que el método de 

cálculo para los objetivos de emisiones es jurídicamente admisible porque entra 

dentro del margen de apreciación del legislador y del ejecutivo a la hora de definir los 

criterios técnicos que se emplearán para cuantificar las emisiones, no pudiendo, por 

tanto, apreciarse una infracción de los estándares constitucionales de protección. 

 

- La segunda facción —conformada por 5 magistrados—, por su parte, sostiene que la 

utilización de un método de cálculo que se basa en combinar emisiones brutas en el 

año base y emisiones netas en el año para el que se marca el objetivo de reducción 

puede afectar a la transparencia y a la comparabilidad de los objetivos. De esta 

manera, se podría estar generando el riesgo de aparentar una reducción de las 

emisiones, comprometiendo la efectividad de las medidas de mitigación. En este caso, 

este grupo apreciaría la inconstitucionalidad de dicho método de cálculo. 

 

De la dualidad de consideraciones sobre el método de cálculo, al no alcanzarse el quorum 

necesario15 para declarar la inconstitucionalidad por el motivo sostenido por la segunda 

facción, se extrae la desestimación de la impugnación planteada, manteniendo la validez 

del método de cálculo adoptado en la legislación (Do-Hyun Kim et al., Tribunal 

Constitucional de Corea, 29 de agosto de 2024, pp. 43-44). 

 

VI. Análisis y resultados. Valoración del modelo de protección ambiental en 

Corea del Sur 

A partir del estudio realizado en los apartados precedentes, podemos determinar que el 

modelo de protección ambiental en Corea del Sur dispone de un notable grado de 

desarrollo tanto a nivel normativo como a nivel institucional, existiendo una jerarquía 

clara entre la normativa que permite, tanto a los Tribunales que la aplican como a los 

 

15 Recogido en el artículo 113.1 de la Constitución de la República de Corea: «Se requiere el voto concorde 

de seis magistrados como mínimo para declarar la inconstitucionalidad de una ley, dictar sentencia de 

destitución, disolver partidos políticos y para peticiones relativas a la Constitución». 
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órganos administrativos sujetos a la misma, operar dentro de un marco jurídico 

estructurado y coherente consigo mismo. Dicha estructura facilita el desarrollo de 

políticas públicas ambientales y la implementación de mecanismos de control, 

supervisión y sanción, a través a la existencia de normativa que articula un marco que, 

posteriormente, se concreta en la legislación de carácter sectorial, centrada en los 

diferentes temas a tratar en el campo medioambiental. 

 

A nivel constitucional —a pesar del reconocimiento formal del derecho de todo ciudadano 

a disfrutar de un medio ambiente salubre y agradable—, puesto que la interpretación 

restrictiva ha sido la predominante en la jurisprudencia, el artículo 35 de la Constitución 

ha visto limitada su operatividad como un auténtico derecho subjetivo directamente 

exigible, enmarcándolo en una categoría más cercana a los principios rectores o los 

mandatos dirigidos al legislador, de forma que se ve reducido significativamente su 

potencial como parámetro de control de la constitucionalidad de las normas y actuaciones, 

al ser compleja su invocación directa frente a actuaciones u omisiones de los poderes 

públicos —estando condicionada por el desarrollo legislativo específico que lleve a cabo 

el legislador ex artículo 35 apartado 2 de la Constitución y a la noción de jory—.  

 

En consecuencia, el derecho al medio ambiente articulado en la Constitución no ha podido 

ser empleado como un instrumento capaz de imponer límites materiales al legislador en 

la determinación de un nivel de protección ambiental. Sin embargo, podemos observar 

que dicha dinámica comienza a revertirse a partir de la sentencia Do-Hyun Kim et al. 

contra la República de Corea al introducir esta la posibilidad de efectuar un control 

material de la acción estatal, admitiendo que no es suficiente con que existan una serie de 

políticas ambientales, sino que dichas políticas deben permitir alcanzar un nivel de 

protección adecuado atendiendo al conocimiento científico disponible en cada momento 

y a los estándares internacionales. Además, la sentencia introduce una limitación 

cualitativa de la discrecionalidad del legislador surcoreano al sugerir que la fijación de 

objetivos de reducción de las emisiones de GEI que resulten insuficientes podría ser 

incompatible con el deber constitucional de protección del medio ambiente que recae en 

el Gobierno estatal. A pesar de estos brotes verdes, el Tribunal Constitucional no reconoce 

directamente un derecho subjetivo invocable con un contenido definido ni establece 
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obligaciones concretas exigibles al legislador o al Gobierno, por lo que el control 

constitucional a partir del artículo 35 de la Constitución sigue siendo limitado. 

 

Ahora bien, del análisis de la sentencia Do-Hyun Kim et al. contra la República de Corea 

se puede observar una disparidad significativa entre la ambición que la normativa declara 

y los resultados que, finalmente, se alcanzan. Esta cuestión —tal como sucede en la 

sentencia mencionada— adquiere una relevancia central en relación con el principio de 

prohibición de protección insuficiente. De esta manera, la fijación de unos objetivos 

climáticos que no respondan a las exigencias que derivan del conocimiento científico 

disponible en el presente puede interpretarse como una forma de incumplimiento 

indirecto del deber de protección estatal. El caso presentado en la sentencia, es decir, la 

característica determinación de objetivos de reducción que dependen en gran parte de 

consideraciones técnico-científicas, además de las consideraciones de carácter 

económico, social y diplomático, plantea interrogantes relevantes sobre los límites de la 

discrecionalidad que dispone el legislador a la hora de llevar a cabo su cometido cuando 

confluyen derechos fundamentales y obligaciones ambientales de carácter estructural. 

 

Debemos añadir a esta problemática el hecho de que el derecho al medio ambiente en el 

ordenamiento de la República de Corea ha sido objeto de una limitada justiciabilidad 

causada —en gran parte— porque los Tribunales mantuvieron una interpretación 

restrictiva del artículo 35 de la Constitución que negaba su aplicabilidad directa y 

condicionaba su eficacia a un desarrollo legislativo concreto, además de deberse sustentar 

en la jory, siendo ésta —tal como anteriormente se señaló—la aplicación de la razón 

natural, un sentido innato de justicia y los dictados de la conciencia. Por otra parte, a esta 

problemática también se le debe sumar la debilidad estructural que el sistema presenta en 

relación con el enforcement. A pesar del intento del Gobierno de superar los obstáculos 

que se dan en este terreno, sigue persistiendo una dependencia de las categorías civilistas 

clásicas —es decir, la responsabilidad extracontractual—, a la que se añade la debilidad 

de las herramientas de acción colectiva, la dificultad probatoria en relación con la 

causalidad y la ausente adaptación de los instrumentos procesales relativos a los daños 

medioambientales de carácter difuso o acumulativo. A pesar de los avances introducidos 

en materia de compensación de daños ambientales, estos siguen orientados a la reparación 

ex post, por lo que la carencia de un enfoque preventivo solvente en sede judicial sigue 
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siendo uno de los principales déficits del entramado configurado por el sistema jurídico 

surcoreano. 

 

Atendiendo a los mecanismos empleados para supervisar el estado de implementación de 

los objetivos marcados en relación con el medio ambiente o para garantizar su 

cumplimiento, —es decir, en instrumentos como el sistema de comercio de emisiones, la 

ausencia de requisitos legales explícitos para compensar los objetivos de reducción no 

cumplidos en los objetivos posteriores, etc.— podemos concluir que han sido empleados 

por parte de la República de Corea de manera que tiende a perpetuar una lógica de 

cumplimiento flexible más que una exigibilidad estricta. El diseño de estas herramientas 

no impone una obligación clara de carácter jurídico que vaya encaminada a corregir o 

intensificar los esfuerzos en caso de incumplimiento de los objetivos marcados. De esta 

manera, podemos observar un debilitamiento significativo de la capacidad estatal para 

actuar con instrumentos que garanticen una efectividad de las metas que se marquen en 

cada momento. Este modelo da pie a que, en la práctica, no se llegue a cumplir con los 

objetivos, quedando estos diluidos en un ciclo cuyo fin no se vislumbra en los plazos que 

deberían quedar alcanzados y que, en última instancia, conducen a una falta de ejecución 

estructural de las políticas climáticas y medioambientales, las cuales, además, se ven 

lastradas por el hecho de que las herramientas de supervisión que existen en Corea del 

Sur se centran más en el seguimiento formal que en garantizar que se logren determinados 

resultados, tal como se puede observar del caso Saemangeum, donde la existencia de 

mecanismos formales de control no impidió la adopción de decisiones con un impacto 

ambiental significativo. 

 

Otro de los elementos en los que debemos detenernos es el sistema institucional de 

aplicación de la normativa articulada. La existencia de una estructura coordinada entre el 

Ministerio de Medio Ambiente, las oficinas regionales dependientes de dicho Ministerio 

y la Fiscalía general plantea un sistema coercitivo que se basa en instrumentos de carácter 

administrativo y penal, relevando el marco civil a los tribunales de justicia. Este 

entramado permite reaccionar ante sanciones ambientales concretas de forma eficaz con 

un acercamiento individual, hecho que limita su capacidad para abordar una problemática 

estructural — como es el cambio climático—que debe ser atajada desde todos los ámbitos 

posibles. 
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Partiendo de lo previamente expuesto en el presente apartado podemos sostener que el 

modelo surcoreano presenta una carencia estructural basada por la desconexión entre la 

sofisticada estructuración formal del sistema y la capacidad real de producir resultados 

que sean efectivos en la práctica. Esta disfunción se traduce en una reducción de la 

capacidad del Derecho surcoreano para operar como un instrumento que permita corregir 

los problemas que le vayan surgiendo frente a decisiones públicas que sean insuficientes 

desde el punto de vista ambiental. Tal como sucedió en el caso Do-Hyun Kim et al. contra 

la República de Corea, este modelo puede presentar tensiones con el principio de 

prohibición de protección insuficiente, ya que puede llegar a no asegurar lograr un nivel 

de protección equivalente al conocimiento científico y técnico actual.  

 

A su vez, del estudio de la evolución jurisprudencial acontecida, se puede sostener que 

históricamente en Corea del Sur se dio un desequilibrio entre consideraciones económicas 

y estabilidad regulatoria en el diseño de los instrumentos y legislación de protección 

medioambiental, siendo el primero una prioridad en todo momento y el segundo habiendo 

ganado peso progresivamente. Así, el desequilibrio condiciona la intensidad de las 

medidas adoptadas y limita la capacidad del sistema para impulsar transformaciones 

estructurales profundas. 

 

En definitiva, a nivel global, el modelo de protección ambiental de la República de Corea 

si bien es un sistema avanzado desde el punto de vista normativo e institucional, 

actualmente no garantiza con plenitud la efectividad de la protección ambiental ni de la 

consecución de los objetivos marcados a nivel nacional e internacional frente al cambio 

climático. A este respecto, se pone de relieve la necesidad de reforzar los mecanismos de 

exigibilidad, mejorar la justiciabilidad del derecho al medio ambiente y reorientar los 

instrumentos de supervisión hacia la consecución efectiva de unos resultados 

determinados. Para superar el característico cumplimiento meramente formal que hasta 

el presente ha sido la lógica hegemónica en este marco, se identifica una línea de mejora 

clara que pasa por transigir desde un modelo flexible, que permita gestionar gradualmente 

el riesgo ambiental, hacia un sistema en el que el medio ambiente sea un límite 

intransitable a nivel jurídico para la actuación de los poderes públicos surcoreanos. 
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VII. Conclusiones. 

Mediante el presente trabajo hemos podido examinar crítica y sistemáticamente el modelo 

de qué manera se articula la protección del medio ambiente en el modelo constitucional 

de la República de Corea, analizando con especial atención la evolución jurisprudencial 

acontecida en los Tribunales que ocupan la cúspide jerárquica del sistema. 

 

De este estudio, podemos concluir que, en primer lugar, el modelo de protección jurídico-

ambiental desarrollado en el Estado es formalmente sólido y se caracteriza por constar 

con un reconocimiento constitucional, no sólo al derecho al medio ambiente, sino que al 

derecho de todo ciudadano a un medio ambiente salubre y agradable. Además, Corea del 

Sur cuenta con un entramado legislativo extenso, subordinado a su Carta Magna, que 

permite a su Gobierno adoptar instrumentos regulatorios avanzados para posibilitar el 

deber —determinado por la Constitución— al que están obligados a garantizar. Este 

modelo, siguiendo el giro que Corea tomó desde la forzada adopción del derecho colonial 

japonés, se basa en el sistema occidental, concretamente, en el modelo de protección 

medioambiental estadounidense, suponiendo una escisión en la inspiración general que 

la normativa coreana toma de la alemana. También es destacable la clara alineación con 

los compromisos internacionales en materia climática que Corea del Sur ha incorporado 

progresivamente, pasando por una etapa de graves accidentes ambientales en la década 

de 1970 que supuso un punto de inflexión en el tratamiento gubernamental a esta temática. 

 

En segundo lugar, tal como el análisis pone de manifiesto, —y a pesar de lo introducido 

en la primera conclusión— la solidez formal del sistema de protección jurídico-ambiental 

surcoreano no se traduce directamente en una protección ambiental suficiente a nivel 

material. Al configurar la Constitución el derecho al medio ambiente como derecho 

condicionado a la articulación de normativa que lo desarrolle —es decir, al ser un derecho 

de eficacia mediata— el legislador condiciona significativamente su potencial como 

herramienta de exigibilidad jurídica. A este hecho se le suma la interpretación restrictiva 

que hasta hace poco el poder judicial viene adoptando, la cual ha reducido 

significativamente el potencial de la litigación climática como mecanismo de la acción 

estatal y que ha reforzado la dependencia del sistema a la voluntad política que el 

legislador en cada momento plantea.  
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El que apunta a ser el punto de inflexión de la mentada tendencia se sitúa en la sentencia 

Do-Hyun Kim et al. contra la República de Corea. En este pronunciamiento, el Tribunal 

Constitucional surcoreano introduce la posibilidad de un control material de la suficiencia 

de las políticas ambientales planteadas por el Gobierno, además de comenzar a trazar un 

verdadero estándar constitucional de actuación climática. De esta forma, el Tribunal 

Constitucional surcoreano en la sentencia previamente mencionada determina el carácter 

inconstitucional de la ausencia de objetivos de reducción de GEI y de mecanismos 

dirigidos para dicho fin al trasladarse —en consecuencia— desproporcionadamente las 

cargas de mitigación a las generaciones futuras. El razonamiento que sigue el Tribunal 

Constitucional se fundamenta en la prohibición de protección insuficiente, la exigencia 

de equidad intergeneracional y la necesidad de una planificación climática progresiva, 

que tome en consideración su evolución a largo plazo. Gracias a la justificación realizada 

por el Tribunal Constitucional, aun sin llegar a reconocer al medio ambiente como un 

derecho subjetivo plenamente exigible, la sentencia del caso Do-Hyun Kim et al. contra 

la República de Corea introduce límites materiales relevantes a la discrecionalidad del 

legislador, exigiendo que las políticas climáticas no solamente sean existentes a nivel 

formal, sino que también deberán ser adecuadas en su contenido sustantivo y coherentes 

con los objetivos temporales planteados a nivel internacional; suponiendo, por ende, una 

reconfiguración incipiente del derecho al medio ambiente surcoreano, que, sin modificar 

su configuración como derecho de eficacia mediata, comienza a proyectar efectos 

jurídicos más trascendentes que los reconocidos desde su introducción en la Constitución 

de Corea del Sur por la jurisprudencia de los Tribunales surcoreanos.   

 

En tercer lugar, cabe añadir a esta debilidad estructural que el modelo estatal surcoreano 

presenta una tensión clara entre el crecimiento económico —que fue y sigue siendo la 

prioridad del Estado— y la protección del medio ambiente mediante la introducción del 

concepto de sostenibilidad. Esta tensión, tal como hemos podido observar en el análisis, 

se traduce en una aplicación prudente de los instrumentos climáticos y en una cierta 

reticencia a adoptar medidas que puedan afectar a la competitividad de la industria 

nacional en pro de la extranjera. Uno de los condicionantes que complementa y da pie a 

la tensión entre crecimiento económico y protección del medio ambiente es la debilidad 

que presenta el sistema coreano en materia de enforcement y justiciabilidad. Estos 

factores contribuyen a que el Estado caiga bajo una lógica de cumplimiento flexible de 
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sus objetivos relativos a la protección climática y medioambiental. De esta manera, las 

herramientas que para cumplir con estos compromisos se articulan no acaban de 

garantizar plenamente la consecución de resultados efectivos, diluyéndose en la 

discrecionalidad de la cual goza el Estado y que siempre acostumbra a vencer por el lado 

del desarrollo económico. 

 

Por otra parte, pese a un elevado grado de desarrollo normativo e institucional, el modelo 

de protección ambiental que se articula partiendo de la Constitución de la República de 

Corea no permite asegurar plenamente la efectividad del derecho de todos los ciudadanos 

a un medio ambiente salubre y agradable ni garantizar el cumplimiento de los objetivos 

climáticos a los que este Estado se ha comprometido con la comunidad internacional. Por 

tanto, con el fin de superar estas limitaciones, es pertinente que Corea del Sur refuerce la 

exigibilidad jurídica del artículo 35 de la Constitución —mediante una reforma 

constitucional y/o a través de un cambio interpretativo en la jurisprudencia—, consolide 

la justiciabilidad del derecho que en dicho precepto se prevé; y avance hacia un modelo 

de protección ambiental en el que esta constituya un verdadero límite material a la 

discrecionalidad de los poderes públicos.   

 

A modo de cierre, la realidad jurídica de Corea del Sur permite extraer la conclusión de 

carácter general en el ámbito del derecho constitucional ambiental basada en que la 

efectividad del derecho al medio ambiente no resta sujeta de manera exclusiva a su 

reconocimiento formal en el redactado de una determinada Carta Magna ni en el grado 

de desarrollo legislativo que acompañe a este derecho, sino que, en gran medida, su 

efectividad deriva de la interpretación que de este realicen los órganos jurisdiccionales. 

En ese sentido, hasta en aquellos ordenamientos en los que el derecho al medio ambiente 

se configure como un derecho de eficacia mediata, la jurisprudencia constitucional puede 

desempeñar un papel determinante en materia climática y ambiental mediante la 

introducción de estándares materiales de control que ajusten la discrecionalidad del 

legislador. No obstante, la realidad jurídica surcoreana también evidencia que existen 

determinados límites estructurales para la evolución jurisprudencial que todavía deben 

ser superados, al no haberse podido consolidar plenamente la justiciabilidad del derecho 

al medio ambiente.   
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